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  Prólogo


  De la geografía de la Violencia hacia la mirada constructivista del Estado: una mirada retrospectiva de nuestro proceso investigativo


  Fernán E. González G.


  8 de abril de 2024


  La presente reproducción virtual de nuestro libro, Violencia política en Colombia. De la nación fragmentada a la construcción del Estado, responde al interés de muchos para acceder a este texto, publicado originalmente en 2002 y reeditado en varias ocasiones que significó, según algunos, un importante quiebre en el acercamiento al tema del conflicto armado en el país. En vez de una mirada apocalíptica, centrada en la pérdida del monopolio estatal de la fuerza en buena parte del territorio y la consiguiente fragmentación de una nación unificada y homogénea, nuestro libro sugería una mirada desde la manera cómo los conflictos violentos fueron tejiendo, a lo largo de más de dos siglos de historia, una trama compleja de articulación gradual de territorios y sus poblaciones mediante un juego de interrelaciones bastante conflictivas, que van desembocando paulatinamente en un proceso complejo, todavía inacabado, de construcción del Estado.


  Para llegar a esta, nada cómoda, visión retrospectiva se conjugaron tres tipos de acercamiento en un diálogo permanente de carácter interdisciplinar. La ubicación de los hechos violentos en el espacio geográfico, desarrollada por Teófilo Vásquez a partir del Banco de Datos de Violencia Política del Cinep/PPP, mostró que la contienda armada se llevaba a cabo no al azar a lo largo del territorio, sino en torno de corredores considerados estratégicos por los contendientes, según cada coyuntura, mientras que la lectura desde la sociología histórica y la dimensión espacial del desarrollo político colombiano, analizada por Fernán E. González, evidenciaba el papel de las guerras civiles del siglo XIX y las violencias del siglo XX en la articulación de los territorios y de sus poblaciones al Estado central mediante las redes de poder de los partidos tradicionales, el Liberalismo y el Conservatismo. Finalmente, las reflexiones y discusiones permanentes entre Ingrid Bolívar y Fernán E. González sobre la compleja historia de la construcción del Estado en el Occidente europeo, con sus consiguientes tendencias hacia la monopolización de la coerción y la centralización del poder, enmarcaron los desarrollos contenciosos del país en el proceso gradual y conflictivo de la formación del Estado y la Nación en lo que hoy denominamos Colombia.


  En ese sentido, las historias en contravía de los desarrollos de las FARC y las AUC fueron mostrando una dinámica del conflicto, ligada originariamente a un problema agrario nunca resuelto del todo, ubicada en las zonas de colonización campesina en la periferia del país, donde surgen las FARC, pero cuya expansión hacia zonas más integradas a la vida nacional, tanto en lo económico como en lo político, trae como respuesta el nacimiento de grupos de violencia privada, ligada tanto a los poderes locales y regionales previamente existentes como a los grupos provenientes de los cultivos de uso ilícito con la complicidad, omisión o tolerancia de algunos sectores de las fuerzas estatales de seguridad.


  Por otra parte, la historia reciente de estos conflictos es comparada luego, en una mirada de mediana y larga duración, con los procesos del poblamiento del territorio desde la colonización de las zonas periféricas del mundo andino central -por parte de campesinos desplazados de las zonas más integradas a los centros de consumo-, que se inicia desde los finales del siglo XVII y XVIII, en el actual Santander central, las zonas de “la tierra caliente” de Cundinamarca, los Llanos orientales y las poblaciones campesinas del valle del Cauca, continúa con la colonizaciones antioqueña y boyacense del siglo XIX hasta concluir con las colonizaciones más recientes de la Orinoquia y la Amazonia, donde es más visible la expansión de los cultivos de uso ilícito.


  Pero esta comparación, centrada en la ocupación gradual del espacio nacional, fue acompañada por el análisis de la dimensión política de la articulación paulatina de esos pobladores y la integración de esos territorios a la lógica nacional, en lo político y en lo económico.  De ahí el papel protagónico de las adscripciones de los pobladores a las redes clientelares de los partidos tradicionales, que se constituyeron como una especie de coaliciones laxas, contrarias pero complementarias, de poderes locales y regionales, articulados bajo plataformas nacionales de carácter general y abstracta con el liderazgo de personajes de alcance nacional. Esas coaliciones permitieron a las instituciones del Estado central ejercer algún tiempo de presencia en las regiones y localidades, que lograron, a cambio, cierta relación con las administraciones del poder central que llevaba, necesariamente, a procesos continuos de negociación entre los ámbitos de poder. Y que traía consigo cierto equilibrio inestable entre ellos: por una parte, limitaba los esfuerzos reformistas y modernizantes que a veces intentaba llevar a cabo el poder central; pero, por otra, permitía, de alguna manera, que las instituciones del Estado lograran algún tipo de influencia en lo regional y local.


  Sin embargo, se trataba de un equilibrio siempre cambiante, ya que dependía de la correlación de fuerzas que se presentaba en esta compleja interacción entre los niveles de poder, según la fuerza que ostentaban las partes en los diferentes momentos de esa relación. Esos poderes regionales reflejaban ya cierta jerarquización de las comunidades, con el surgimiento de unas elites locales con mayores recursos económicos, bastante influencia en grupos subordinados y alguna relación con el poder de la región y el centro del país, que servían de base para la creación de redes clientelares, cuyo apoyo electoral permitía cierta capacidad de negociación con el poder central. Este tipo de relaciones de los poderes locales y regionales con el Estado central es lo que hemos denominado como “dominio indirecto” del Estado, inspirándonos en autores como Ernest Gellner, Michael Mann y Charles Tilly.


  Por otra parte, este estilo de compromiso encontraba algunas resistencias en las zonas de colonización periférica, donde no se había consolidado el grado de jerarquización social que le servía de base: en algunos sitios la cohesión social espontánea de los pobladores tendía a suplir la regulación social del territorio por medio de autoridades de orden comunitario, mientras que en otros esa organización era provista por grupos políticos influenciados por el Partido Comunista o por sectores disidentes del partido liberal, reacios al control oficial de las autoridades regionales y nacionales de ese partido.


  En ese complejo escenario se produjeron los conflictos entre guerrilleros vinculados a la dirigencia del partido liberal y guerrilleros influenciados por el Partido Comunista, que habían combatido antes como aliados contra los gobiernos conservadores de Ospina Pérez y Laureano Gómez durante la Violencia de mediados del siglo XX, -los tradicionales “limpios” y “comunes”-, que van a preludiar el nacimiento de las FARC en el Sumapaz, el sur del Tolima y Huila y el Macizo Colombiano. En esas zonas, las organizaciones sociales, económicas y de autodefensa de los guerrilleros “comunes” van a ser caracterizadas como “repúblicas independientes” por haberse desarrollado al margen de los poderes regionales de esos departamentos, cuyos reclamos se trasladan al nivel nacional y desembocan en el enfrentamiento abierto entre las fuerzas estatales y las autodefensas campesinas de esas regiones, que van tendiendo a consolidarse como un ejército insurgente.


  Inicialmente, estos insurgentes se localizan en las zonas periféricas del país, como una especie de ejército de reserva, pero, luego, deciden lanzarse a la ofensiva para extender sus acciones a regiones vecinas a la periferia y zonas en rápida y desigual articulación a la economía y política del centro integrado del país, cuyas tensiones sociales sirven de base para la actividad política de grupos vinculados al Partido Comunista y otros grupos de carácter insurgente, inspirados en el maoísmo o el castrismo cubano. Esta expansión trae consigo ciertas modificaciones de la conducta de los actores armados con las poblaciones civiles de las regiones donde ahora se insertan, ya que la necesidad de mayores recursos para financiar la expansión obliga al aumento de actividades extorsivas y secuestros y a una mayor vinculación a las economías ilícitas, junto con una dominación más autoritaria sobre la población. Y, más grave aún, esa expansión militar de la guerrilla con sus prácticas extorsivas y su mayor proyección en la vida política de esas regiones produjo como respuesta, en las regiones afectadas, el surgimiento de fuerzas de violencia privada donde se conjugaba la reacción defensiva de poderes políticos locales y gremios de la producción, amenazados por la insurgencia, con grupos vinculados al narcotráfico y otras economías ilegales, con el apoyo, a veces tácito y a veces explícito, de sectores de las fuerzas estatales de seguridad. Esta alianza, que Francisco Gutiérrez ha denominado “clientelismo armado”, es comúnmente calificada como paramilitarismo.


  Esta visión panorámica y diferenciada del escenario político del país enmarca las continuas reflexiones y discusiones entre los tres autores del libro, pero, más concretamente, entre Ingrid Bolívar y Fernán E. González, que parten de la situación de las llamadas “territorialidades bélicas” por María Teresa Uribe, donde la competencia de actores armados, legales o ilegales, por el control de los territorios y sus poblaciones, había llevado a lo que ella caracterizaba como “soberanías en vilo”, donde los pobladores, atrapados en el fuego cruzado de los contendientes, no sabían a qué autoridad responder. Otros hablaban de órdenes alternativos, insurgentes o paraestatales, protoestados, que algunos relacionan con la idea de “colapso parcial del Estado” de Paul Oquist y otros con la del “Estado fallido”, “cooptado”, parcial o totalmente, mientras Daniel Pécaut prefiere hablar de la precariedad del Estado como el contexto de la Violencia, que refleja una sociedad que se resiste a recurrir a la autoridad estatal para dirimir sus conflictos.


  Estas conceptualizaciones se comparaban con los procesos de monopolización de la violencia legítima en algunos países del Occidente europeo con la consiguiente eliminación del recurso a la violencia privada y la centralización política, donde surgieron los conceptos dominantes de la Ciencia Política, que reflejan una transición del dominio indirecto del Estado, basado en sus relaciones con los poderes previamente existentes, hacia su dominio directo que controla el territorio y penetra la sociedad por medio de un aparato impersonal de administración, una justicia impersonal que opera según normas previamente establecidas y un ejército que tiende al monopolio de la violencia en un territorio delimitado.


  La discusión sobre esos intentos de conceptualización, reforzados por los trabajos históricos sobre la Violencia en varias regiones, fue conduciendo a nuestro equipo a una formulación que vinculaba las particularidades y transformaciones de los desarrollos violentos a la presencia diferenciada de las instituciones estatales en el espacio y el tiempo, para explicar las razones por las cuales la Violencia nunca había afectado de la misma manera y al mismo tiempo a las regiones, sino que lo había hecho de manera diferencial, respondiendo tanto a su configuración social interna como a la manera como y el momento cuando se fueron vinculando a la lógica del Estado central, que, representaba, obviamente, la mirada de las regiones más integradas a la vida económica y política de la nación.


  Esta mirada retrospectiva, que introduce esta reproducción virtual de nuestro libro, evidencia, claramente, que se trata de una labor colectiva, de carácter polifónico, no solo de los autores oficiales, sino de otros tantos que fueron aportando, gradualmente, a la construcción de esta compleja narrativa que inspiró, en buena parte, la necesidad del enfoque territorial de la Violencia y de la Paz, presente tanto en otros análisis del problema como en las políticas de paz negociada de los gobiernos de los últimos años. Habría que referirnos a una lista casi imposible de detallar, pero son obvias las referencias a autores como Catherine Legrand, Mary Roldán, James Henderson, Carlos Miguel Ortiz, Medófilo Medina, Darío Fajardo, María Clemencia Ramírez, Marco Palacios, Gonzalo Sánchez, José Jairo González, Eduardo Pizarro Leóngomez, Camilo Echandía, Juan Guillermo Ferro, Graciela Uribe y otros que sería largo enumerar.


  A ellos habría que añadir los aportes de los colegas que configurarían, años después, la federación de grupos regionales de investigación, ODECOFI, patrocinada igualmente por Colciencias como grupo de excelencia en ciencias sociales, cuyos desarrollos profundizarían mucho más los conceptos de este libro. Así, tendría que destacar, especialmente, los aportes de Clara Inés García y Clara Inés Aramburo, del INER en la Universidad de Antioquia, con sus acercamientos a la configuración social de regiones como el Oriente y Urabá en Antioquia; los de la etnografía política de Gloria Isabel Ocampo, también de la Universidad de Antioquia; los de la geografía económica de Jorge Iván González, y los estudios sobre las violencias regionales en el oriente del país de Omar Gutiérrez y otros, el suroccidente del país de Teófilo Vásquez y otros, el Caribe occidental y oriental de Andrés Aponte y Víctor Barrera, el Putumayo de María Clara Torres y La Macarena de John Jairo Rincón. Todos ellos prolongan la tradición de estudios sobre la dimensión territorial de la Violencia y de la Paz que siguen profundizando la tendencia hacia el acercamiento constructivista al Estado.


  Por último, habría que recordar que la realización de esta investigación y la publicación no hubiera sido posible sin el apoyo constante de Colciencias, transformada hoy en el Ministerio de Ciencia y Tecnología, particularmente de dos de sus funcionarios de entonces, Juan Plata y Angelica Barrantes, lo mismo que de la georreferenciación de los datos del Banco de Datos del Cinep/PPP y la tecnificación de su Archivo Especializado de Prensa, logrado gracias al apoyo de la Fundación y el interés de uno de sus funcionarios de ese momento, Tony Tillet, y el MSD de la AID. Y también hacer visible el papel de los autores ocultos del libro, como su editora, Helena Gardeazábal; el corrector de estilo, Álvaro Delgado; la diseñadora de su carátula, Marcela Otero; su impresor en Antropos, Silverio Gutiérrez, y los elaboradores de la multimedia que acompañaba el libro, Carlos Díaz y Claudia Pontón.




  Presentación


  Fernán E. González G.


  Abril 25 de 2003


  El subtítulo de “nación fragmentada” evoca normalmente la imagen de quiebre, ruptura o división de una realidad que se supone debería ser unificada y homogénea, pero que ha sido rota en varios pedazos. En el caso de la violencia colombiana, ese rompimiento es atribuido al surgimiento y la consolidación de actores armados de distinto signo ideológico, cuyos enfrentamientos han evidenciado una situación caracterizada por las tensiones y divisiones de la sociedad colombiana. Sin embargo, el sentido del libro que ofrecemos hoy a la consideración de los lectores no se agota en una descripción y un análisis del conflicto armado que retrate de manera estática la fragmentación que resulta de ese conflicto, sino que trata de mostrar la otra cara de la moneda: la manera como los conflictos del país a lo largo de su historia van tejiendo una trama que va articulando gradualmente las poblaciones y territorios en un juego de interrelaciones bastante conflictivas, que van desembocando paulatinamente en un proceso complejo y difícil de construcción del Estado.


  En esa línea, la mirada histórica muestra cómo el sistema político y social construido con base en la federación de poderes locales y regionales coaligados bajo el rótulo de las “subculturas” de los partidos tradicionales había logrado, hasta hace unas cuantas décadas, compensar de alguna manera las tendencias centrífugas de las elites locales que hubieran conducido a la fragmentación. Y, hasta qué punto el mismo conflicto armado, tanto el actual como los anteriores de los siglos XIX y XX, había representado, de cierto modo, un movimiento centrípeto encaminado hacia la integración gradual de nuevos territorios y sus poblaciones al conjunto nacional. Por otra parte, el ejemplo de otros desarrollos históricos de Occidente nos muestra el grado de conflictividad y de violencia que revistieron los procesos que hoy denominamos, “en cómoda mirada retrospectiva”, la construcción de los Estados nacionales.


  Por eso, la mirada de corto plazo que evidencia la fragmentación producida por el conflicto armado reciente tiene que ser complementada con la visión de largo y mediano plazo que permita enmarcarlo en el contexto del desarrollo del Estado nacional en Colombia. Ese contexto muestra la manera como se van poblando las diferentes regiones del país y el modo como sus respectivas poblaciones se van articulando gradualmente a la vida política, económica y cultural de la nación. En esa articulación han jugado un importante papel las redes de poderes locales y regionales del bipartidismo, con sus suprarregionales referentes culturales de identidad y pertenencia, hasta tiempos recientes, cuando esta capacidad de articulación hace crisis frente a los rápidos y profundos cambios de la sociedad colombiana a partir de la segunda mitad del siglo XX. Estos cambios recientes enmarcan la dinámica del conflicto armado en la década de los años noventa, cuya expansión geográfica y sus tendencias nacionales se analizan a partir de la diferenciación entre las dinámicas macroterritoriales de los enfrentamientos, centradas en la lucha por el control de los corredores estratégicos, las dinámicas intermedias de carácter regional, ejemplificadas por los estudios de caso del Putumayo y Urabá, y las dinámicas microterritoriales, centradas en la lucha por municipios y veredas. Estos desarrollos son ilustrados por un sistema de mapas y gráficas, construido por el Sistema Georreferenciado del Cinep a partir de la información recogida en los bancos de datos de nuestro centro.


  Las dinámicas diferenciadas del conflicto son iluminadas por un análisis, de mediana duración, que muestra la historia comparada de las FARC y las Autodefensas, cuyos orígenes y evolución posterior aparecen ligados con las dinámicas de las zonas de colonización y los problemas de la frontera agraria, y cuyas interacciones estratégicas van asemejando cada vez más las tácticas y los procedimientos de ambos grupos, en un “juego mimético de espejos”. Esas interacciones estratégicas se concretan en el recurso a los dineros procedentes de los cultivos de uso ilícito, al secuestro y la extorsión como método de financiar sus actividades, y terminan por dar al traste con los esfuerzos de negociación entre las FARC y el gobierno del presidente Pastrana.


  Además, este marco histórico del desarrollo político de Colombia y de la evolución más reciente del conflicto armado durante la pasada década son puestos en relación con los resultados de los trabajos de otros investigadores, nacionales y extranjeros, que se han ocupado de esta problemática. El balance de los estudios sobre la Violencia de los años cincuenta y sobre el conflicto reciente sugiere la necesidad de combinar los enfoques estructurales de larga duración -los llamados factores objetivos- con las miradas centradas en la elección racional y voluntaria de los actores armados -los denominados factores subjetivos- en procura de establecer una eventual relación entre las expectativas frustradas de sectores campesinos y los procesos de colonización campesina permanente, relacionados con la estructura de la propiedad agraria. Las opciones voluntarias de los actores y las percepciones subjetivas de desigualdad de grupos de colonos campesinos se insertan en una “estructura de oportunidades” proporcionada por esa estructura económica y el proceso de construcción del Estado colombiano. Y, además, la discusión sobre las interpretaciones que interrelacionan la dimensión territorial del conflicto con el tipo de presencia de las instituciones estatales en las diversas regiones nos lleva a proponer una interpretación de la violencia a partir de una mirada diferenciada sobre la manera como los aparatos del Estado central se interrelacionan con los poderes locales y regionales de esas poblaciones. Y, consiguientemente, una lectura igualmente diferenciada de las acciones violentas en relación con esa diferenciación de la presencia de las instituciones estatales.


  Esta diferenciación de la presencia de las instituciones estatales y de las formas de violencia conduce a la pregunta sobre la configuración del monopolio estatal de la fuerza en el conjunto del territorio colombiano, ya que toda la problemática de la violencia hace evidente la inexistencia de dicho monopolio en buena parte del país. El recurso a la historia comparada de estos procesos en otros países occidentales y los análisis de la sociología histórica de ellos muestran el carácter socialmente construido de ese monopolio que no corresponde a una esencia abstracta del Estado sino a procesos sociales ligados a la interrelación entre los grupos sociales que habitan el mismo territorio. Y también muestran que estos procesos están lejos de ser uniformes en todos los países, sino que sus modalidades revisten importantes diferencias, según las diversas circunstancias de tiempo y lugar.


  Estas son las ideas centrales del presente libro, Violencia política en Colombia. De la nación fragmentada a la construcción del Estado, que recoge los resultados de dos proyectos de investigación realizados por el Cinep, entre los años 1998 y 2001, con el apoyo parcial de Colciencias y del Programa de Derechos Humanos de la AID, Management Sciences for Development (MSD), que reforzaron los escasos fondos de que dispone el Cinep para la investigación propiamente dicha. El primero de estos proyectos, Evolución reciente de los actores de la guerra en Colombia. Cambios en la naturaleza del conflicto armado y sus implicaciones para el Estado, se inició en 1998 y su informe final culminó en marzo de 2001. El segundo, Procesos regionales de Violencia y Configuración del Estado, que era, de alguna manera, la continuación del primero, fue realizado durante el año 2001.


  El resumen antes descrito de las ideas centrales de la investigación explica la naturaleza del texto que ofrecemos a los lectores, que se mueve en dimensiones y lógicas distintas pero complementarias y responde a una mirada interdisciplinar producida por el encuentro de la sociología, la ciencia política y la historia comparada. Se trata de una obra escrita a seis manos, donde hay aspectos que se miran desde la lógica deductiva de los grandes conceptos abstraídos de la experiencia política de otros países occidentales para confrontarlos con la manera como ellos se insertan en una realidad social y cultural que refleja una experiencia totalmente diferente de la de esos países. Mientras que hay momentos en que la lógica es totalmente inductiva a partir de la narración de una historia compleja de la que se abstraen las conclusiones pertinentes. La descripción detallada de la expansión numérica y territorial de las acciones de los grupos armados se contrasta con una mirada histórica de largo y mediano plazo que permite dar sentido a esa experiencia dentro del contexto del proceso de configuración política del país. Y ambas miradas se confrontan con las concepciones teóricas de algunos autores clásicos de la historia política comparada y de la sociología histórica y los desarrollos de los analistas nacionales y extranjeros que se han ocupado del tema, para ir entretejiendo, a partir del diálogo con sus posiciones, una interpretación global de los hechos del conflicto armado reciente en el país.


  El libro es fruto del esfuerzo combinado de un equipo del Cinep, compuesto por Ingrid J. Bolívar Ramírez, politóloga e historiadora de la Universidad de los Andes; Teófilo Vásquez Delgado, sociólogo de la Universidad Nacional, y Fernán E. González, politólogo de la Universidad de los Andes e historiador de la Universidad de California en Berkeley, que tuvo a su cargo la coordinación del equipo. En las etapas iniciales de la investigación participaron también los sociólogos José Jairo González Arias y Helena Useche Aldana y el historiador y economista Mauricio José Romero Vidal. Además, colaboraron en el equipo como auxiliares de investigación Raquel Victorino, politóloga de la Universidad Javeriana, y Franz Hensel, entonces estudiante de Ciencia Política e Historia en la Universidad de los Andes. En la Base de Datos de Violencia Política fue importante la colaboración de los jóvenes cooperantes del Instituto Alberto Merani. Para la elaboración de los mapas y gráficos del Sistema de Información Georreferenciada del Cinep, que sirven de base a esta investigación y acompañan a este libro como anexo, fue invaluable el trabajo de Alejandro Cadena. Y el apoyo del equipo de administración y del actual director del Cinep, Alejandro Angulo, fue indispensable tanto en la culminación de esta investigación como en la conclusión de la publicación de este libro.


  Por lo demás, este libro tiene otras dos deudas, una cercana y otra lejana. La lejana tiene que ver con uno de los primeros equipos de investigación, que hace casi treinta años se dedicó al análisis de las bases sociales y culturales del comportamiento clientelista en Colombia, bajo la dirección del antropólogo Néstor Miranda Ontaneda, ya fallecido, que nos inició en los caminos de la investigación a los demás miembros del grupo, compuesto por Alejandro Reyes Posada, Eloísa Vasco Montoya, Jorge Valenzuela Ramírez y Fernán E. González González. La segunda deuda, más reciente, es con el equipo del Cinep que retomó ese mismo estilo de trabajo interdisciplinar entre 1988 y 1992 para acercarse al tema del conflicto social y la violencia, cuyos resultados preludian bastante el enfoque del presente libro. Ese equipo, coordinado por Fernán E. González, estaba compuesto, además, por los historiadores Fabio Zambrano Pantoja y Fabio López de la Roche, la economista Consuelo Corredor Martínez, la abogada María Teresa Garcés Lloreda, la comunicadora Amparo Cadavid Bridge, la antropóloga María Victoria Uribe Alarcón, los sociólogos Elsa María Blair Trujillo y José Jairo González Arias, el politólogo Mauricio García Durán, el entonces economista Mauricio José Romero Vidal y el escritor Arturo Alape.


  Por supuesto, el libro tiene muchas otras deudas intelectuales, ya que recoge el fruto de abundantes lecturas de autores nacionales e internacionales, del diálogo e intercambio con otros analistas, de la información proporcionada tanto por víctimas y actores del proceso conflictivo como por testigos privilegiados de los eventos, lo mismo que del acumulado de otras investigaciones y de muchos informes periodísticos sobre el tema. Sería imposible otorgar crédito suficiente a todas las personas que han colaborado con nosotros de maneras tan diversas. Sin embargo, queremos destacar el contacto que hemos tenido con un interlocutor privilegiado, Daniel Pécaut, nuestro amigo y maestro, cuyos escritos, abundantemente citados en nuestro texto, y su diálogo continuo con nosotros durante todos estos años, han enriquecido nuestras perspectivas.


  Queremos agradecer el apoyo que Colciencias nos ha brindado tanto para la realización de la investigación como para la publicación de este libro. De manera especial, agradecemos el apoyo constante y solidario de Juan Plata y Angélica Barrantes, que estuvieron siempre pendientes de las vicisitudes de nuestra investigación y publicación. Lo mismo que el apoyo de la MSD, la oficina de derechos humanos de la AID, tanto para la investigación como para la publicación de sus resultados. Así mismo deseamos reconocer y agradecer el apoyo de la Fundación Ford para la construcción del Sistema Georreferenciado y la tecnificación del archivo especializado de prensa del Cinep, que fueron vitales para el desarrollo de la investigación y la realización de los mapas. De manera especial, queremos hacer reconocimiento a nuestro querido amigo Antony Tillet, de la Fundación Ford, quien apoyó este proyecto con toda su solidaridad e interés. Y agradecer el apoyo de la MSD para el mantenimiento del Sistema de Información Georreferenciado y el archivo de prensa.


  Por último, queremos agradecer el apoyo de los “autores invisibles” del libro: sin el trabajo paciente y minucioso de Alvaro Delgado para la corrección de estilo, la coordinación editorial de Helena Gardeazábal, el levantamiento de los textos hecho por Carlos Ramírez Nossa, la inspiración de Marcela Otero para el diseño del texto y la carátula del libro y el trabajo hábil y diligente de Silverio Gutiérrez y el personal de Antropos, este libro no hubiera sido posible.




  Introducción general


  Hacia una mirada más compleja de la violencia colombiana1



  El endurecimiento de buena parte de la opinión pública del país frente a una posible solución negociada del conflicto armado, evidenciado en el enorme respaldo a la propuesta de recuperación de la autoridad estatal del actual presidente, Álvaro Uribe Vélez, es una clara muestra de la falta de consenso nacional en torno al significado de las negociaciones con la insurgencia y de una diferente concepción sobre la naturaleza y los orígenes del conflicto. A esta falta de consenso se sumaron tanto los abusos de las FARC en la zona desmilitarizada que se le había concedido para facilitar las negociaciones como la falta de una estrategia claramente definida de negociación por parte del gobierno y de una adecuada divulgación pedagógica del sentido de la salida negociada dirigida a la opinión pública colombiana. Este conjunto de situaciones explica también el entusiasmo despertado por algunas de las medidas iniciales del gobierno de Uribe, como la protección militar y policiva a las caravanas turísticas por las carreteras del país y la creación de zonas de rehabilitación en regiones particularmente conflictivas donde se hizo evidente el propósito de recuperar el control militar de esos territorios. Sin embargo, después de algunos éxitos iniciales, el auge del terrorismo en esas zonas y en las grandes ciudades ha empezado a mostrar que el camino por recorrer es más complejo y largo de lo que se suponía.


  Por otra parte, tampoco se había producido un amplio debate de la sociedad colombiana sobre los puntos de la agenda en discusión con las FARC, cuyo carácter excesivamente general y abstracto hacía que los diálogos terminaran totalmente reducidos a la discusión sobre asuntos meramente procedimentales, casi todos relacionados con el funcionamiento de la zona desmilitarizada, como señalaba Marco Palacios2. Además, esta situación dejaba la iniciativa fundamentalmente en manos de las FARC, cuyas posiciones se concentraban en mantener la negociación en medio del conflicto, la defensa de condiciones taxativas para la zona de despeje, definidas en la práctica por este grupo y consideradas como inmodificables, el canje de soldados, policías y oficiales por guerrilleros detenidos y un mayor compromiso por parte del gobierno en la lucha contra el paramilitarismo. En cambio, los puntos de la agenda oficial quedaron prácticamente fuera de la discusión de las partes.


  Por ello, opinaba Hernando Gómez Buendía3, la ruptura del proceso de paz evidenciaba un “malentendido fundamental” entre las partes: las FARC pensaban que las reformas sociales eran la condición previa para la suspensión de hostilidades, mientras que la opinión pública insistía en que mientras esa guerrilla continuara su acción violenta, no había nada que negociar. Este malentendido es también señalado por Marco Palacios4: la guerrilla concibe la negociación como un medio para conseguir reformas sustantivas mientras sigue logrando avances militares en otras zonas del país, en tanto que el gobierno considera las negociaciones como un proceso pedagógico para crear mutua confianza y un clima favorable a la negociación con vistas a un futuro desarme y desmovilización de la guerrilla. Por su parte, el grueso de la opinión pública de los sectores urbanos se muestra crecientemente escéptico frente a la negociación, cuyo alcance no comprende, pues tiende a concebir el conflicto armado como una subversión contra el orden establecido, de cuya legitimidad no abriga dudas.


  A nuestro modo de ver, esta falta de consenso obedece, en buena parte, a la heterogeneidad interna de la sociedad colombiana, que no percibe la situación que atraviesa la población civil en las zonas en conflicto, atrapada entre el fuego cruzado de los adversarios, ni la situación de la población campesina de las regiones de colonización donde se originó la guerrilla y donde se expanden los cultivos de uso ilícito. Así, el mundo urbano, donde hay cierta presencia de las instituciones del Estado, tiende a percibir a los alzados en armas como meros delincuentes, pues considera que la motivación ideológica y política de su momento fundacional ha sido reemplazada por el interés económico, evidenciado por la financiación del narcotráfico, las prácticas extorsivas y el secuestro, que cada vez afectan más a las capas medias y altas de las ciudades. Por su parte, la franja más tradicional de la sociedad, representado en los sectores rurales y las poblaciones pequeñas y medianas, integrados al país y al Estado por medio de la clase política tradicional y sus respectivas clientelas, también siente socavadas sus bases de organización social y política por los avances de la guerrilla, lo que consiguientemente afecta su relación con el Estado. Este avance aprovecha el hecho de que la integración clientelista es altamente asimétrica, pues solo permite la articulación de los miembros de la clientela de los partidos tradicionales, lo que deja por fuera a buena parte de la población rural, que puede servir de base para la expansión ilimitada de los grupos armados al margen de la ley, del signo ideológico que sea.


  Esta incomprensión mutua hace que el conflicto sea percibido desde el síndrome del enemigo, analizado por Kurt y Kati Spillmann5 a partir de los mutuos estereotipos y percepciones entre Estados Unidos y la Unión Soviética durante la guerra fría y entre árabes e israelíes en el Medio Oriente. Según ellos, esta mirada estereotipada hace desaparecer cualquier posibilidad de análisis objetivo, pues la percepción queda totalmente dominada por “la diferenciación infantil y primitiva entre lo bueno y lo malo”, que tiende a la satanización y estigmatización del adversario, que queda concebido como enemigo absoluto, con el que no hay ninguna posibilidad de compromiso ni de campo común de identidad compartida. Los Spillmann nos previenen sobre la idea simple de que basta el mero encuentro entre los individuos hostiles para desmantelar la imagen del enemigo, al mostrar que los contactos no preparados son contraproducentes, pues no hacen sino reforzar los mutuos prejuicios. Varios experimentos de encuentros entre árabes e israelíes dejaron como enseñanza la necesidad de tener una información circunstanciada y diferenciada sobre el grupo adversario como condición previa de un encuentro constructivo entre las partes enfrentadas.


  De ahí la importancia de la investigación tanto sobre las lógicas y motivaciones de los actores enfrentados como sobre las situaciones en que se enmarcan. Sin embargo, la mirada desde el síndrome del enemigo puede hacer que la misma investigación sobre el conflicto y su difusión en los medios terminen convertidas en un escenario más del conflicto, pues la interpretación estereotipada y maniquea con frecuencia implícita en discusiones supuestamente teóricas, respaldadas con abundante información empírica, que a veces ocultan ideologías contrarias y opciones políticas contrapuestas. Tal ocurre a menudo con la discusión sobre factores objetivos y subjetivos de la violencia y sobre la relación entre violencia, pobreza y desigualdad. Así, los análisis que subrayan como origen de la violencia los problemas estructurales, tales como la desigualdad social y económica, la debilidad de la presencia de las instituciones estatales y la exclusión social y política, tienden a ser descalificados por algunos analistas como un intento de justificar la opción violenta como “guerra justa”, donde el nacimiento y la consolidación del movimiento insurgente podrían interpretarse como una respuesta a “la violencia estructural” de una sociedad profundamente injusta y excluyente. Por otra parte, los análisis centrados en aspectos subjetivos relacionados con la elección racional, centrados en la acción voluntaria de agentes organizados, que van desarrollando sistemáticamente una estrategia de largo plazo, con la inspiración y el apoyo de agentes foráneos o nacionales, “revolucionarios profesionales“, han sido vistos a veces por algunos como un intento de criminalizar a los insurgentes y suprimir toda diferenciación entre delincuentes políticos y comunes, al mostrar a los insurgentes como totalmente desprovistos de propósitos políticos y de motivaciones ideológicas. Este enfoque centrado en la elección racional tiende a subrayar las innegables prácticas delictivas en que incurren, como el secuestro, la extorsión y el narcotráfico, y trata de relacionar la violencia con la ineficiencia y lenidad de la justicia, insistiendo en que el crecimiento y la expansión de la guerrilla son estimulados por la impunidad generalizada, por lo que tales personas abogan por un endurecimiento de las salidas represivas.


  Este contraste de posiciones nos ha llevado a tratar de combinar las interpretaciones pensadas desde los llamados factores objetivos y subjetivos, en una lectura de largo plazo del conflicto armado colombiano desde sus orígenes hasta su evolución reciente, con los consiguientes cambios en las lógicas de sus actores, que tenga en cuenta el contexto de la historia política del país. Se trata de mirar el momento actual a la luz de este contexto de la específica configuración del Estado y la sociedad de Colombia, enfatizando la dimensión espacial de este proceso y sus diferencias regionales, que se expresan en las modalidades concretas tanto de la ocupación de los territorios como de las formas de cohesión social que en ellas se generan y de la manera como se articulan esas formas con el proceso de construcción del Estado. Para ello, se combina la visión estructural e histórica de los escenarios donde se desarrolla el conflicto, tanto en la dimensión de la nación en su conjunto como en la dimensión de las regiones más particularmente conflictivas de ella, con el análisis de las lógicas de los actores sociales que voluntariamente optan por la violencia como única solución a los conflictos de la sociedad colombiana.


  Este método pretende recoger el importante acumulado logrado por los científicos sociales, tanto nacionales como extranjeros, aunque no deja de llamar hoy la atención el contraste entre cierto relativo estancamiento de los estudios generales sobre la violencia en Colombia, el aparente agotamiento de los paradigmas de explicación general del fenómeno y la persistencia de los fenómenos violentos. Ante este contraste, muchos se preguntan si será que el fenómeno está ya sobrediagnosticado, mientras que otros anotan que los estudios apenas empiezan a desbrozar el problema. Otros se interrogan sobre la posibilidad de una interpretación global de la violencia y abogan por estudios más desagregados de carácter regional, al estilo de los realizados por Adolfo Aterhortúa en Trujillo6 y María Victoria Uribe en Urabá7. En cambio, hace unos años algunos autores, como Alfredo Rangel8 y Jesús Antonio Bejarano9, cuestionaban el desinterés con que el conjunto de la sociedad colombiana miraba el problema, aunque en tiempos más recientes la tendencia parece ser la contraria: convertir el tema de la violencia en la preocupación central. Para otros, la preocupación se centra en que el conocimiento acumulado sobre el tema no parece reflejarse en las acciones del Estado y la sociedad: como señala el mismo Bejarano, parecería presentarse un divorcio entre los estudios sobre las violencias y las búsquedas teóricas de solución de conflictos. Y otros hacen notar el contraste que aparece entre la visión relativamente sofisticada y compleja del acumulado de investigaciones realizadas sobre el tema y la visión simplista y estereotipada que tiene la mayor parte de la sociedad colombiana sobre esta temática.


  El origen de una tradición: Los estudios sobre la violencia de los años cincuenta


  La tradición colombiana de estudios sobre la violencia se inicia en 1962 con el estudio pionero de la comisión compuesta por monseñor Germán Guzmán, Orlando Fals Borda y Eduardo Umaña Luna10, que rompe con la tendencia anterior de los trabajos polémicos, escritos por personas vinculadas a los bandos en pugna, muchos de ellos en forma novelada. Esta comisión intenta hacer una geografía e historia de la violencia de los años cincuenta, introduciendo variaciones regionales y remontándose a los antecedentes de los años treinta. Además, trata de analizar aspectos más estructurales, como la conformación de los grupos armados, la semblanza de sus principales jefes, sus tácticas y modos de financiación, sus manifestaciones culturales y la quiebra de las instituciones fundamentales. Luego intenta acercarse a una lectura más sociológica, señalando sus consecuencias materiales, los factores sociojurídicos de la impunidad y la relación entre el conflicto y la estructura social del país. Como señala Carlos Miguel Ortiz en su balance historiográfico11, este estudio se distancia de la lectura tradicional, porque no considera al pueblo como una masa bárbara manipulada sino como un protagonista activo del proceso. Pero otros han señalado la carencia de una reflexión profunda sobre el papel del Estado y del funcionamiento del sistema bipartidista en este análisis.


  En cambio, la pregunta por el Estado será clave en la reflexión de los científicos políticos, casi todos norteamericanos, como Vernon Fluharty12, Robert Dix13, Ramsey Russell14, Richard Weinert15, William Payne16, Robert Williamson17 y, sobre todo, Paul Oquist18, todos ellos centrados en los años cincuenta. Oquist rompe con variables normalmente usadas, como el contraste entre tradición y modernidad, y afirma que la violencia de los años cincuenta supuso un derrumbe parcial del Estado colombiano, tal vez sobreestimando la solidez y coherencia previas de este. El énfasis en las clases sociales, especialmente en las luchas campesinas, presente en Oquist, será fundamental en Pierre Gilhodes19, quien hablará de la violencia de entonces como de una rebelión campesina frustrada, y en Eric Hobsbawn20, que se referirá a los guerrilleros colombianos como rebeldes primitivos.


  Estos problemas fueron retomados por muchos académicos colombianos como objeto de sus tesis de grado o de otros estudios, los cuales subrayan la importancia de las diferenciaciones regionales. Con el riesgo de omitir algunos nombres, recuerdo los notables libros de James Henderson (Tolima)21, Carlos Miguel Ortiz (Quindío)22, Jaime Arocha (Quindío)23 , Roberto Pineda Giraldo (El Líbano)24, Gonzalo Sánchez y Donny Meertens (sobre el bandolerismo social)25 y Darío Fajardo (Tolima)26. Muchos de los resultados y conclusiones de estos trabajos han sido reelaborados y reinterpretados por Gonzalo Sánchez en su balance de estudios sobre la violencia y los capítulos sobre la violencia en la Nueva Historia, de Planeta Colombiana27. Esta síntesis de Sánchez combina la visión de conjunto desde la nación con la mirada sobre lo regional y muestra el fracaso de las reformas del Frente Nacional en relación con las zonas violentas, como preparación de la fase posterior de la violencia.


  Otro balance importante se realizó en 1984, en el primer simposio sobre la violencia colombiana, que mostró ya una relativa madurez de los estudios sobre el tema lo mismo que un énfasis en la relación entre conflictos violentos y estructuras agrarias, diferenciadas regionalmente: por ejemplo, hay que recordar los trabajos de Katherine Legrand28 , el artículo excelente de Medófilo Medina sobre el sur del Tolima29 , y el capítulo de Carlos Miguel Ortiz sobre el Quindío30. También se destacó allí el estudio de Herbert Braun sobre el Bogotázo31 y la reseña retrospectiva de monseñor Guzmán sobre su propia obra, hecha veinte años después. Tal vez uno de los mejores intentos de síntesis de este período es el hecho por Daniel Pécaut en varios libros y artículos, pero particularmente Orden y Violencia32, que enmarca el fenómeno de la violencia dentro de un esclarecedor estudio de la coyuntura política entre los años treinta y cincuenta, cuya interpretación se centra en la disociación entre lo social y lo político. Este libro ha venido siendo enriquecido por varios artículos del autor sobre el tema, desde entonces hasta el día de hoy, en los que señala reiteradamente importantes diferencias entre la violencia de los años cincuenta y la más reciente, sobre todo en los últimos años, cuando la presencia del narcotráfico introduce cambios fundamentales en la problemática.


  Los estudios sobre la violencia reciente


  Un nuevo momento de esta tradición acumulada está señalado por la creación de la Comisión de Estudios sobre la Violencia, que realizó un nuevo análisis del fenómeno, ya más centrado en la violencia de las últimas décadas. Esta Comisión realizó sus labores entre marzo y mayo de 1987 y su informe dio lugar a la aparición de la mal llamada Violentología, denominación que rechazan unánimemente todos los participantes en dicha investigación. El trabajo de esta Comisión significó una importante ruptura con el sobredimensionamiento que se daba a la violencia política, al señalar el carácter multidimensional de las violencias y la necesidad de una interpretación más plural del fenómeno33. Según los miembros de la Comisión, hay que diferenciar entre violencia política, socioeconómica, sociocultural y territorial, reforzadas todas por cierta cultura de la Violencia. La Comisión insistía en que las violencias que nos están matando no son tanto las del monte, que solo constituían un 7,5 % de los homicidios en 1985, sino las de la calle, relacionadas con la pobreza absoluta y la desigualdad social, que se expresan en formas extremas de resolver conflictos. Estas violencias están más relacionadas con la calidad de vida y las relaciones sociales que con la lucha por lograr el acceso al control del Estado. Sin embargo, la solución que presentan sigue centrada en el Estado: la democracia necesita que el Estado reconozca la pluralidad de la sociedad en lo étnico, lo social y lo político. La Comisión señala igualmente que la impunidad en la violación de los derechos humanos no solo se debe a deficiencias de los aparatos policivos y judiciales, sino también a nuestra historia de desigualdades económicas y sociales, al acceso diferenciado a los bienes materiales y a los obstáculos puestos a la realización de los colombianos como ciudadanos y como miembros de la sociedad.


  Además, la Comisión señala las particularidades de la violencia política contrastando las guerras civiles del siglo XIX, la violencia de los años cincuenta en el siglo XX y la actual. Esas guerras reflejaban principalmente los enfrentamientos entre las elites, mientras que la violencia de los años cincuenta estaba liderada por líderes populares, al producirse un desfase entre la dirección ideológica y la conducción militar. Esto produjo expresiones anárquicas, desestabilización de los poderes y marcada fragmentación de la sociedad. Se señala luego que la violencia de los sesenta y setenta es de diferente naturaleza comparada con la de conflictos anteriores, pues los actores armados de estas décadas no buscan insertarse en el poder ya constituido sino destruir y sustituir al existente. En esta nueva etapa la revolución cubana sirve de detonante con la teoría del “foco” pero los nuevos rebeldes encuentran terreno abonado en la supervivencia de grupos de la violencia anterior, no plenamente insertos en el Frente Nacional, cuyo carácter de democracia restringida y su delegación del manejo del orden público en manos exclusivamente militares sirven de caldo de cultivo de las nuevas guerrillas. Señala la Comisión la evolución de los movimientos guerrilleros desde su surgimiento y relativa consolidación, con sus reflujos y problemas, pasando por la segunda generación (a finales de los setenta), cuando se presenta una nueva politización de la guerrilla, hasta concluir con el momento en que se escribió el informe. Tal momento es caracterizado por la coexistencia con el narcotráfico y la violencia difusa, a veces indistinguible de la violencia política, que insertan la lucha armada en un nuevo contexto de expansión y refinanciación, que conduce a una total autonomía frente a los factores externos. Pero esta inserción, sostiene el informe, no produce una crisis insurreccional sino una anarquía generalizada de la vida social y política.


  Las investigaciones de la Comisión impulsaron el surgimiento de una nueva línea de estudios, que se reflejó en una serie de congresos y simposios sobre el tema, como los realizados en Chiquinquirá, que mostraron una proliferación de enfoques. Así mismo, también aparecieron otros libros, algunos de ellos tesis de maestría, como las de Javier Guerrero, sobre la violencia en Boyacá en los años treinta34; Elsy Marulanda, sobre la colonización del Sumapaz en los años veinte y treinta35; Darío Betancur, sobre los “pájaros”, asesinos políticos del Valle del Cauca36; Reinaldo Barbosa (Llanos orientales) y Carlos Medina, sobre el paramilitarismo en Puerto Boyacá37 y la historia del ELN38. En esta línea, habría que señalar el notable estudio de Mary Roldán sobre la violencia en Antioquia39 y los trabajos del INER en la Universidad de Antioquia, centrados sobre todo en Urabá, especialmente los de María Teresa Uribe y Clara Inés García40, y el bajo Cauca antioqueño. La violencia urbana ha sido objeto principal de los esfuerzos de la Universidad del Valle, con los trabajos de Alvaro Camacho, Alvaro Guzmán41 y otros, pero también en Antioquia se presentó un interesante acercamiento al problema de la violencia urbana, particularmente la juvenil, por parte de la Universidad de Antioquia y la Corporación Region (Alonso Salazar42, Ana María Jaramillo43, Gloria Naranjo44, Martha Inés Villa45 y otros).


  Muchos de estos esfuerzos fueron recogidos por el conjunto de investigaciones realizadas por el Cinep entre 1988 y 1992, que trataban de combinar el enfoque estructural e histórico, de largo plazo, con estudios coyunturales de regiones particularmente violentas como el Magdalena medio santandereano (Alejo Vargas46), la zona esmeraldífera de Boyacá (María Victoria Uribe47), la zona del Sumapaz (José Jairo González48), el bajo Cauca antioqueño (Clara Inés García49) y la ciudad de Medellín (Alonso Salazar y Ana María Jaramillo50). El enfoque histórico-estructural se refleja en los estudios de Consuelo Corredor sobre modernización económica y modernidad51, los estudios de Fabio Zambrano y Fernán González sobre los trasfondos históricos de la violencia52, el libro de Fabio López de la Roche sobre la cultura de la izquierda53, el trabajo de Elsa María Blair sobre las fuerzas armadas54 y el libro de Mauricio García55 sobre las políticas de paz hasta Tlaxcala.


  La idea central que guiaba este conjunto de esas investigaciones del Cinep era que las violencias recientes deberían analizarse en el contexto de la historia del país, particularmente a la luz de la específica configuración del Estado y la sociedad colombianos, prestando especial atención a la dimensión espacial y las modalidades concretas tanto de la ocupación de los territorios como de las formas de cohesión social que en ellos se generan. Y la manera como se articulan los poderes locales de esos territorios con el Estado nacional a través de los partidos políticos y los imaginarios de pertenencia o identidad que acompañan esta articulación. Como resultado de esos complejos procesos sociales, económicos, políticos y culturales, se explica la inexistencia de un espacio público de resolución de conflictos como la otra cara de la proclividad a la solución privada y violenta de los problemas.


  Habría que señalar que esta línea de análisis ha sido prolongada por algunos de estos investigadores en trabajos posteriores: es el caso de María Victoria Uribe y José Jairo González, anteriormente mencionados56. Una línea análoga, con algunas diferencias, la constituye el excelente trabajo de Adolfo Atehortúa sobre Trujillo57, que señala las continuidades y rupturas de la violencia en un largo plazo, que arranca desde la primera colonización y el poblamiento, pasa por la violencia partidista y llega al actual momento, cuando aparecen confrontados guerrilleros, paramilitares y narcotraficantes. Otros trabajos más recientemente publicados aparecen en algunos balances de la contribución de los análisis de algunas instituciones como el IEPRI y el Cinep a la mejor comprensión del conflicto armado colombiano, lo mismo que algunos balances de los estudios regionales, como el caso de Antioquia58.


  Ejes de la discusión sobre la Violencia reciente


  Obviamente, este acumulado de estudios está lejos de ser homogéneo, pues refleja múltiples enfoques, responde a diferentes estilos interpretativos y muestra énfasis muy diversos. Así, por ejemplo, uno de los puntos de divergencia de los análisis se centra en torno a la relevancia que otorgan al Estado y la sociedad en sus explicaciones: para unos, el que la violencia sea política o social tiene que ver con la negación del Estado para reconocer la pluralidad de la sociedad, mientras que otros creen que la violencia tiene que ver más bien con una sociedad que no se reconoce en el Estado, ni lo acepta como tercero en discordia para dirimir sus conflictos, ni se muestra capaz de convivir con la diferencia. Por ejemplo, Daniel Pécaut59 sostiene que la violencia tiene que ver menos con los abusos de un Estado omnipotente que con los espacios vacíos que el Estado deja en la sociedad, que queda librada a su propia dinámica de fuerzas contrapuestas En torno a la relación de la violencia con el Estado y el derecho habría que tener también en cuenta la aproximación de Germán Palacio al concepto de paraestado60 y los análisis de Rodrigo Uprimny61 sobre las relaciones entre justicia y violencia. Esta línea ha sido retomada por varios de los autores del libro El caleidoscopio de las justicias en Colombia, editado por Boaventura de Sousa Santos y Mauricio García Villegas62, sobre todo los capítulos referidos a la justicia paraestatal: “La justicia guerrillera”, de Alfredo Molano, “Justicia guerrillera y población civil, 1964-1999”, de Mario Aguilera, y “Actores recientes del conflicto armado en Medellín”, de Ana María Jaramillo, Martha Inés Villa y Ramiro Cevallos.


  Otro punto de divergencia de los análisis tiene que ver con la consideración de los grupos guerrilleros como actores colectivos o no colectivos. El énfasis del carácter de actor colectivo de la guerrilla puede ser ejemplificado por los trabajos de Iván Orozco sobre combatientes, rebeldes y territorios63, a partir de una perspectiva socio-jurídica. Así afirma este autor de manera contundente:


  “En Colombia no cabe pensar –por lo menos no de manera dominante– el ámbito de lo delincuencial– político siguiendo un modelo de confrontación Estado-individuo. La confrontación entre el Estado y las guerrillas, la confrontación entre el Estado y los paramilitares (...) no puede ser pensada, sensatamente, sino como una lucha entre actores colectivos. El modelo empírico dominante, en Colombia, no es el de la rebeldía privada sino el de la guerra civil”64.


  Precisamente, esta diferenciación entre delincuente político y delincuente común ha sido objeto de una dura crítica por parte de Mauricio Rubio65, que prefiere el modelo interpretativo basado en la escogencia racional, la teoría de las organizaciones y el análisis institucional. Para Rubio, la distinción entre delincuente político y común es producto de un excesivo apego a los rígidos esquemas de pensadores del siglo XIX que no incorporan en el análisis de la guerrilla otros modelos teóricos diferentes de la sociología de la acción. Rubio es especialmente crítico del modelo de actor colectivo que se rebela contra una injusticia estructural cuando afirma que hoy se ha revaluado ya “el rígido esquema deductivo, heredado del siglo pasado, de unos actores colectivos cuyas acciones están completamente determinadas por el entorno socioeconómico”66.


  En este sentido, Mauricio Rubio critica las conclusiones de la Comisión de Estudios sobre la violencia en 1987: la violencia no sería el punto de referencia que caracterizaría la identidad colombiana, ya que no es tan generalizada en el conjunto de la sociedad como se afirma ni recorre tampoco todos los ámbitos de la vida nacional, sino que se concentraría con mayor intensidad en los sitios donde hacen presencia los actores armados (mafia, guerrilla y paramilitares). Insiste entonces en que la violencia colombiana no es rutinaria, ni hace parte integral de la vida de las comunidades, sino que se lleva a cabo por “muy pocos agentes criminales con gran poder”, que serían “los profesionales del crimen”, y no por la gran mayoría de los colombianos. Y señala la naturaleza ideológica de algunas de sus explicaciones y la debilidad de teorías del comportamiento de los actores de la violencia. Es decir, el autor llama la atención sobre la pertinencia del enfoque del individualismo metodológico, la necesidad del énfasis en las intenciones de los actores violentos y la jerarquización de la legitimidad de los actores violentos67.


  Según este autor, la evidencia empírica contradice la concepción de los insurgentes como bandidos sociales que actúan como actores colectivos, determinados por condiciones estructurales objetivas y opuestos a los organismos del Estado, instrumentos esenciales de los grupos dominantes. Así, la realidad encontrada no muestra a los actores armados como modernos Robin Hood, con motivaciones altruistas, amplio respaldo popular, una honda adhesión política, una acentuada movilidad y cierto carácter telúrico (una relación cercana con un territorio y una población determinados), sino con conductas muy semejantes a las del delincuente común. Señala que el apoyo económico del campesino a las guerrillas dista de ser voluntario, las relaciones amigables con las comunidades campesinas son escasas, el manejo clientelista de los recursos públicos por parte de la guerrilla no se diferencia del de los políticos tradicionales sino por su carácter armado68. Peor aún, el recurso al secuestro o al impuesto sobre el narcocultivo hace bastante irreal la distinción entre delincuentes comunes y políticos. Rubio señala la necesidad de combinar los análisis basados con la teoría de la escogencia natural de los individuos, que responden a intereses individuales, con la visión sociológica del mundo, que respondería a las llamadas causas objetivas de la violencia. Esta combinación se vería reforzada por la evidencia empírica que muestra claramente cómo el delito común y el delito político, que se financia con el primero, se complementan y refuerzan mutuamente69.


  Por eso, a partir de los enfoques teóricos mencionados, respaldados por estadísticas y testimonios, Rubio afirma la necesidad de concentrar los esfuerzos analíticos en las formas de organización de la guerrilla y las maneras específicas como éstas se entrelazan con el crimen en el país y en regiones concretas. Y termina por concluir que, en síntesis, “los testimonios disponibles muestran para los rebeldes colombianos una realidad muy alejada de las tipologías ideologizadas del actor colectivo”70.


  Rubio critica una idea que considera como el enfoque central del libro Colombia: violencia y democracia: la relación de causalidad entre la debilidad del Estado y el surgimiento de la guerrilla. Según este autor, una idea central de este libro es que en nuestro país existe un Estado débil, con grandes problemas de legitimación y poca presencia institucional, incapaz de regular los conflictos sociales y económicos. Esa debilidad lleva como contrarrespuesta un alto componente coercitivo frente al bajo componente de inversión social. Este contraste se hace más notorio en las regiones marginales y de colonización y que ha incidido en una fuerte presencia y dominio del movimiento guerrillero, y más recientemente de los grupos paramilitares en ellas. A lo anterior se agrega la extrema debilidad de la sociedad civil colombiana. El carácter tautológico de esta explicación ha sido también señalado por Peter Waldman, retomado en nuestras latitudes por Eduardo Pizarro, cuando muestra que la debilidad del Estado se percibe a la vez como causa y efecto: el Estado colombiano es débil porque existe guerrilla y ésta existe porque el Estado es débil. Además, Waldman critica la noción misma de Estado débil: “las nociones de Estado débil o fuerte son gelatinosas y, sobre todo, rayan en lo tautológico: un Estado se definiría como débil precisamente porque no puede impedir la difusión de conductas, que a su turno se explican por la debilidad estatal”71.


  Sin embargo, Rubio hace un llamado a matizar las afirmaciones que equipararían la acción guerrillera con la delincuencia común: “tradicionalmente, en el país se ha hecho un esfuerzo por diferenciar a los levantados en armas, y en particular a los guerrilleros, de los delincuentes comunes. No son escasos quienes, en el otro extremo, buscan criminalizar cualquier actuación de las organizaciones armadas, desconociendo por completo sus objetivos políticos”72. En síntesis, Rubio afirma la pertinencia y relevancia de la discusión teórica entre los enfoques de actores colectivos versus la perspectiva de los agentes individuales73, lo que refleja una discusión entre una perspectiva sociológica clásica y el modelo económico de “escogencia racional”74. Por todo ello, Rubio plantea la necesidad de tener en cuenta el análisis económico para la explicación de la violencia en Colombia: “la lógica de los actores armados, en cuanto a sus intereses y en la esfera económica, debe remitir a la posibilidad de una economía política del conflicto armado”75. Lo cual no debe descartar el análisis de la violencia política como empresa rentable76, que va generando así consecuencias negativas para la construcción de capital social y ha implicado la aparición de una especie de incentivos perversos en la sociedad, lo mismo que el reforzamiento de la tendencia asimétrica de las relaciones entre individuo-comunidad y actor armado.


  En un sentido diferente del de Rubio, Alfredo Molano y María Constanza Ramírez, que parten igualmente de testimonios de guerrilleros, llegan a una percepción muy distinta sobre la insurgencia y sus formas de interacción con las comunidades y grupos sociales sobre los que tiene influencia. Ellos resaltan el papel de control y administración de justicia sumaria que juega la insurgencia contra delincuentes, abigeos y otras formas de criminalidad menor, que redunda en cierto grado de aceptación y legitimación de la guerrilla en esas regiones. Así mismo, dan cuenta de los procedimientos y reglamentos internos de los guerrilleros, que penalizan especialmente la delación y la traición. En esa medida existe un orden guerrillero, una administración de justicia sumaria que busca la construcción de una hegemonía de los insurgentes que apuntaría hacia la creación de formas de dominación legítima en las regiones donde la guerrilla ha hecho presencia tradicionalmente77.


  Esta contraposición de interpretaciones parece estar influida por un problema muy frecuente en los análisis de los grupos guerrilleros: la diferencia en el período analizado, pues unos parecen centrarse en el momento fundacional de los grupos, cuando era más claro su carácter societario y su base ideológica, mientras que otros parecen dedicarse más a aspectos posteriores de su desarrollo histórico, cuando los aspectos ideológicos y políticos se han desdibujado un tanto y predominan más los énfasis en los asuntos militares y las necesidades financieras. Además, cuando los grupos guerrilleros se han desplazado de los nichos regionales donde nacieron, normalmente zonas de colonización campesina, hacia zonas más ricas e integradas, donde recurren a prácticas extorsivas y delictivas para su financiación, y cuando se han producido importantes transformaciones en las zonas originales de colonización periférica por la proliferación de los cultivos de uso ilícito, que también se convierten en recursos financieros.


  Las posiciones de Rubio han sido, a su vez, criticadas desde la sociología del derecho, por autores como Germán Silva García78, sobre todo en lo referente a la relación entre violencia e impunidad, pues Rubio señala que la benevolencia del sistema penal colombiano contribuye al aumento de la criminalidad porque establece una relación de costo-beneficio que no desestimula la comisión de los delitos. Para criticar el argumento central de Rubio, la inadecuación de la explicación de la violencia por causas sociales como la pobreza o la miseria, Silva señala, en primer lugar, que esas categorías son inadecuadas y simplistas, pues están lejos de ser entidades objetivas: son categorías que se construyen y miden de acuerdo con el desarrollo histórico y cierto saber de lo cotidiano. Sin embargo, Silva admite que no son los lugares más pobres de Colombia y del mundo los que originan violencia.


  El autor señala, en segundo lugar, que no se puede hablar de la categoría de la criminalidad sin contemplar el tema del poder, que está relacionado con las oportunidades de actuar y que define previamente las conductas que se consideran criminales. Por eso su crítica a Rubio se centra en que él considera al derecho y a la justicia penal como esferas autónomas, sin relación alguna con las condiciones políticas, económicas, militares, etc., de la sociedad. Por ello, no entiende que el derecho y la justicia son medios políticos para la realización de ciertos fines. En ese sentido, subraya Silva, la criminalidad no es un fenómeno “natural” sino el resultado de “un proceso político de criminalización”, que depende a su vez de “la tenencia del poder político suficiente para aplicar las definiciones e instrumentos del control penal”: el problema en Colombia ha sido, generalmente, la ausencia de ese poder, que no es problema jurídico sino político, y no la deficiencia del poder judicial. Si no existe ese suficiente poder, hay que recurrir a otras alternativas, como la negociación o la cooptación.


  Por otra parte, señala Silva, el recurso a la violencia por parte del crimen organizado, sea el narcotráfico o la guerrilla, no puede explicarse a partir de la categoría “pobreza” ni por el deseo de superarla, ya que el crimen organizado posee altos niveles de acumulación económica y un enorme poder, más asociado con la categoría de riqueza. Además, muestra que es equivocado el método utilizado por Rubio, que compara variables socioeconómicas de los departamentos con sus tasas de criminalidad, porque la distribución inequitativa del ingreso hace que, en cualquier población colombiana con elevados índices de desarrollo económico, se encuentren también grupos de pobres, que podrían delinquir para sobrevivir o progresar económicamente. De ahí concluye que las condiciones socioeconómicas inciden en la criminalidad, pero no de manera determinista ni mecánica, pues los avances en la calidad de vida de la población no extinguen las disputas por intereses; por eso el crimen organizado y las estrategias de la subversión se localizan geopolíticamente en las zonas con mayores fuentes de riqueza.


  Germán Silva afirma que la argumentación de Rubio expresa un profundo desconocimiento del desarrollo del derecho penal de Colombia y del resto del mundo. Uno de los ejemplos que aduce es el hecho de que Rubio acusa de lenidad al código colombiano de 1936, que está fielmente inspirado en el código italiano de 1930, obra del régimen autoritario del fascismo de Mussolini. Por último, Silva señala que la argumentación de Rubio no refleja un espíritu académico pluralista sino “una actitud policial” y un trasfondo ideológico explícito, pues sostiene que la idea de las bases sociales del crimen, “la pobreza como caldo de cultivo de la violencia”, ha contribuido a minar la importancia de la tarea de la justicia de controlar y prevenir los comportamientos violentos. Además, agrega, Rubio llega hasta señalar la coincidencia sustancial del “postulado casi ideológico” de los académicos defensores de esta posición con las concepciones de guerrilleros y narcotraficantes y señala que estas concepciones deslegitiman la creación de riqueza, legitiman cualquier forma de redistribución de riqueza, por violenta que sea, y terminan por alentar y justificar a los delincuentes. Igualmente señala que las políticas de inversión social inspiradas en ese discurso terminan por premiar a las poblaciones de las zonas violentas.


  En un sentido similar al enfoque de Rubio se mueve la lectura que algunos autores, como Armando Montenegro, han hecho del libro Dos ensayos especulativos sobre la violencia en Colombia, que recoge las opiniones de Malcolm Deas y Fernando Gaitán Daza sobre el tema. Según la nota necrológica que escribió Montenegro79 con ocasión de su lamentable desaparición, Gaitán puso en entredicho “el dañino paradigma de las llamadas causas objetivas de la violencia”, que suponía que ésta era exclusivamente consecuencia de la pobreza y de la ausencia del Estado. Según Montenegro, este paradigma dañino “se arraigó en la mente de la gente, se convirtió en verdad revelada”, lo que facilitó la justificación de las acciones de la guerrilla, de la delincuencia común y del crimen organizado. En cambio, afirma Montenegro, los datos y análisis de Gaitán mostraban que la violencia prosperaba precisamente en los municipios que movilizaban más riqueza.


  Las ideas de Montenegro habían ya aparecido de alguna manera en su prólogo del libro en cuestión, donde mencionaba el simplismo de la mayoría de las razones aducidas para explicar la violencia. Según él, la insistencia en la pobreza como “caldo de cultivo de la criminalidad y la violencia” no dejaba opción diferente a considerar que la violencia individual y colectiva era justificable entre los pobres y obligaba a otorgarles auxilios económicos individuales para que dejaran de ejercerla, lo mismo que a ejecutar planes de desarrollo en beneficio de las regiones que habitaban. Y lo mismo ocurría con la idea de la ausencia del Estado, entendida como “la carencia de servicios sociales, vías, telecomunicaciones y obras públicas semejantes”, que estaba incluso detrás de formulaciones como el Plan Nacional de Rehabilitación (PNR). Estas visiones simplistas quedaban, a juicio de Montenegro, desvirtuadas por los trabajos de Gaitán Daza y Deas. Finalmente, hay que destacar la manera como Montenegro subraya la importancia de una de las conclusiones de Gaitán: “la necesidad de fortalecer el sistema judicial”, cuyo colapso, ante las presiones del narcotráfico, “puede señalarse como una de las explicaciones más razonables sobre el crecimiento explosivo de la violencia criminal en Colombia...”80.


  Pero una lectura cuidadosa del libro de estos dos autores produce una impresión bastante más matizada sobre el problema. Estos autores, junto con los libros de Camilo Echandía, muestran un mayor rigor teórico y más respaldo empírico en contra de cierto facilismo de algunos que se lanzan a veces a hacer especulaciones deductivas sin mucho apoyo en los hechos. Los intentos de Echandía y Gaitán, encaminados a buscar datos estadísticos para ir creando series periódicas, han sido importantes. Lo mismo que ciertas precisiones teóricas e históricas, y contrastaciones factuales, que han hecho el mismo Fernando Gaitán, Malcom Deas y Jesús Antonio Bejarano contra algunas afirmaciones generales un tanto superficiales. Los ensayos de Malcolm Deas y Fernando Gaitán intentan refutar algunas miradas tradicionales sobre el fenómeno de las violencias, mostrando cómo la violencia no ha sido un fenómeno omnipresente en la historia de Colombia, sino que se ha restringido siempre a algunos períodos y regiones, lo que evidenciaría que los colombianos no somos naturalmente violentos.


  Sin embargo, curiosamente estos autores no se distancian tanto como creen de aquellos autores a quienes critican. Así, Malcom Deas81 hace un recorrido por la historia colombiana para mostrar que Colombia no siempre ha sido tan violenta como es ahora y que es realmente poco lo que sabemos sobre el tema. Además, reivindica “el carácter esencialmente político de la violencia colombiana reciente”, que considera irreductible a otras categorías económicas, sociales y culturales. Y subraya algo que generalmente se pasa por alto: se trata de una violencia política que busca el poder “en los lugares donde el Estado apenas si puede reclamar el monopolio de la fuerza”, por lo que la lucha muchas veces no se da contra el Estado sino contra otros rivales. Esta afirmación está reforzada por las ideas de la poca deferencia de la población colombiana frente a la autoridad y de la debilidad de las instituciones. Ambas están muy relacionadas con los enfoques centrados en la llamada precariedad del Estado, tal como es planteada por autores como Daniel Pécaut, o en la presencia diferenciada de los aparatos estatales en el conjunto del territorio nacional.


  Por su parte, Fernando Gaitán Daza82 hace un recorrido por las diferentes teorías internacionales y nacionales sobre la violencia colombiana, para señalar las incongruencias de algunas de ellas con la información factual e intentar construir una importante serie estadística sobre la violencia. Al final, concluye que los colombianos no somos esencialmente violentos, sino que el tipo de instituciones políticas y judiciales, junto con la organización política del país, facilita la violencia. Pero, nuevamente hay que señalar que estos planteamientos tampoco difieren mucho de los de Pécaut sobre la precariedad del Estado, uno de cuyos síntomas sería la ineficiencia de la justicia impersonal y la impunidad generalizada, lo que dejaría a la sociedad abandonada a sus propias dinámicas, sin pasar por los aparatos estatales para la resolución de sus tensiones. Por otra parte, la referencia a los quiebres institucionales de Gaitán y otros los acercan a la idea de “colapso parcial del Estado” de Paul Oquist y a algunos planteamientos de Jonathan Hartlyn83. La insistencia sobre la necesidad de combinar los análisis de las condiciones regionales y locales de áreas de conflicto con el análisis de la crisis nacional lo aproxima bastante al enfoque de los trabajos del Cinep. Particularmente valioso es el aporte de Gaitán para descartar la fácil asociación directa que suele hacerse entre pobreza y violencia y apuntar hacia la dirección más correcta, que sería asociar la violencia al aumento rápido y desigual de la riqueza en determinadas áreas, donde es visible el contraste entre pobres y nuevos ricos, y escaso el control estatal. Este enfoque, cercano al de Bejarano, no se distancia tampoco del relativo al tipo de presencia de las autoridades locales, sobrepasada por las tensiones creadas por la rápida creación de riqueza. También son útiles las recomendaciones de Gaitán sobre la necesidad de profundizar en el análisis sociológico, antropológico y psicológico de los grupos guerrilleros y paramilitares, los funcionarios de la justicia y los miembros de la fuerza pública, lo mismo que de las personas involucradas en el narcotráfico.


  Este recorrido por los análisis de Rubio, Silva, Montenegro, Gaitán y Deas muestra la importancia central de otro de los puntos de disenso de los analistas de la violencia: la relación entre pobreza, desigualdad, exclusión y violencia, que ha venido siendo cuestionada, como hemos visto, a partir de la medición estadística y la comprobación empírica. Esta redefinición ha sido posible por la introducción del análisis económico y de la epidemiología84 en el estudio sobre la violencia y las violencias, cuyas ventajas para la comprensión de la violencia en el país han sido señaladas por Rubio: “una característica de los trabajos recientes sobre violencia a la cual han contribuido tanto los economistas como los profesionales de la salud pública, ha sido el uso más intensivo de los datos y el progresivo abandono de los enfoques deductivos”85. Sin embargo, el mismo Rubio advierte sobre las limitaciones de los enfoques económicos en el análisis de la violencia, relacionados con la mala calidad de los datos disponibles, la dificultad para enmarcarlos dentro de los procesos históricos (la “naturaleza ahistórica del enfoque”), las limitaciones del enfoque centrado en la elección racional y su incapacidad para acercarse a la perspectiva de género86.


  Pero tal vez la posición más radical en este debate está representada por Armando Montenegro y Carlos Esteban Posada87, que insisten en refutar la apelación tradicional a las llamadas “causas objetivas” de la violencia, que supuestamente interpretaría la violencia colombiana como la respuesta a una sociedad profundamente injusta y excluyente. Para tales concepciones, las raíces de la violencia serían la pobreza, la desigualdad económica y social y el abandono estatal de los grupos sociales más débiles y de las regiones más apartadas. Esta tesis, combinada con la de la ausencia del Estado, señalaría que, en el plano político, la causa objetiva sería la exclusión que lleva a la opción violenta de algunos grupos sociales, a lo cual el Estado responde con la represión. Para estos autores, los mejores representantes de estas interpretaciones son Camilo Torres Restrepo y la Comisión de Estudios sobre la Violencia. Según Montenegro y Posada, las tesis de estas “causas objetivas” quedan refutadas por las estadísticas y el análisis de la evidencia empírica, apoyándose en los trabajos de Fabio Sánchez y Jairo Núñez88, que mostrarían que solo un porcentaje mínimo de los homicidios (entre el 6 % y el 12 %) se explican por variables socioeconómicas y condiciones objetivas, mientras que el casi 90 % restante está relacionado con la presencia de actores armados, la ineficacia de la justicia y el narcotráfico.


  Tampoco, según ellos, ni las causas objetivas de la pobreza y la exclusión, ni el deterioro de la distribución del ingreso, ni la caída del gasto público pueden explicar las variaciones de la tasa de homicidios a partir de los años setenta. Y señalan las consecuencias que este enfoque tiene para las negociaciones con la guerrilla y para promover el aumento de la impunidad. En vez de este recurso a las causas objetivas, los mencionados autores proponen explicar la violencia más en términos del debilitamiento e ineficacia de los aparatos de justicia y de la impunidad generalizada, apoyándose en los trabajos de Fernando Gaitán, Mauricio Rubio y los mismos Montenegro y Posada. Todos ellos tratan de mostrar una relación positiva entre violencia e ineficiencia del sistema judicial: baja relación entre sumarios y fallos, bajos niveles de castigo, reducción del número de capturas.


  Sin embargo, una lectura más cuidadosa de la información analizada por estos mismos investigadores permitiría un acercamiento más complejo al tema y mostraría una visión más dinámica del problema, que permitiría apreciar mejor la evolución del fenómeno violento en diferentes momentos históricos. En ese sentido, la misma evidencia econométrica encontrada por Montenegro y Posada en 1995 mostraría la necesidad de una relectura más dinámica y diferenciada de esa relación. Ellos encontraban una relación directamente proporcional entre el crecimiento económico de los distintos departamentos y el aumento de sus tasas de homicidio. Esto reflejaba, según ellos, el “fenómeno de la economía de frontera y los efectos del narcotráfico sobre la violencia” y refutaba la tesis de que la violencia debería encontrarse en los sitios más pobres y atrasados. Otros estudios, como los de Alfredo Sarmiento y Lidia Becerra (1998), también indicaban que las mayores cifras de homicidios aparecían en las regiones que se estaban beneficiando de un fuerte crecimiento económico y de un notable aumento de la riqueza.


  Esta afirmación, que liga la violencia a la economía de frontera y al narcotráfico, debería lógicamente llevar a preguntarse por el problema campesino y la colonización marginal, que coincide con la expansión de los cultivos de uso ilícito y la presencia guerrillera en zonas donde los servicios públicos de salud y educación no son abundantes, los aparatos de justicia son inexistentes o inoperantes y la fuerza pública del Estado no tiene el monopolio de la coerción. Por eso, en sana lógica formal, uno podría preguntarse cómo se escogieron las variables que se contraponen y cómo se descartó la posibilidad de que ellas no se excluyan entre sí sino que estén interrelacionadas. Por ejemplo, la pregunta obvia sería si existe actualmente o ha existido en el pasado algún tipo de relación entre la presencia de actores armados y la expansión del narcotráfico con condiciones objetivas de exclusión social y económica de regiones y poblaciones. Por otra parte, conviene señalar que la comparación de información sobre criminalidad, violencia y situación social y económica no debería realizarse en el ámbito departamental, pues en los departamentos coexisten zonas ricas y pobres, áreas más y menos integradas al conjunto de la economía y de la sociedad. En este sentido, es necesario tener en cuenta, como veremos más adelante, que la lógica territorial de la violencia política no coincide necesariamente con la división administrativa de los departamentos.


  En esta misma dirección, centrada en el análisis económico y la medición empírica sobre la relación pobreza-ausencia de Estado-violencia, Jesús Antonio Bejarano y su grupo de investigadores sostienen una posición más matizada y compleja, que tiene más en cuenta la dinámica de los procesos. Desde 1997, sus estudios ya habían descartado una relación inmediata y directa entre violencia y pobreza rural, pero señalando una asociación entre violencia y aumento rápido y desigual de la riqueza en determinadas áreas, donde es visible el contraste entre pobres y ricos y escasa la capacidad del Estado para regular los conflictos que se producen en ellas. Para Bejarano, las violencias aparecen relacionadas con el contraste de las rápidas transformaciones sociales y económicas que se operan en las zonas en acelerada expansión con el rezago de las instituciones del Estado para implantar su normatividad en ellas: en las áreas de frontera o de rápida expansión, la impunidad y la violencia aumentan con las migraciones internas, el crecimiento demográfico, el auge del mercado y la precariedad de la posesión de la tierra En esas áreas, concluye Bejarano, el auge de las violencias homicidas refleja tanto “la pérdida del monopolio del Estado en cuanto al uso de la coerción y del uso legítimo de la fuerza” como “la incapacidad de una sociedad y de su aparato judicial para solucionar civilizadamente sus conflictos”89.



  Como se ve, estos planteamientos son bastante cercanos a los acercamientos en torno a la precariedad del Estado y a la inexistencia de un espacio público de resolución de conflictos, que ponen el problema tanto en el Estado como en la sociedad. En ese sentido, sostienen que los “análisis disponibles sugieren que no es la pobreza en sí misma ni la ausencia de Estado en cuanto tal, sino el fenómeno de la rápida expansión económica que va más adelante de la capacidad del Estado para hacer presencia, lo que crea un espacio para el desarrollo de las actividades violentas”90. En el siguiente texto muestra la lógica de expansión de la guerrilla y su presencia municipal a partir de la tipología del DANE, de la cual se concluye que hay que descartar la relación mecánica entre pobreza, ausencia del Estado y violencia:


  “La evolución de la presencia de los frentes guerrilleros sobre el territorio nacional, como se ha visto, evidencia la existencia de planes estratégicos en el avance de la insurgencia, que a su vez dejan con poco piso la explicación de su localización como correlato de la pobreza y de la ausencia de Estado”91.


  Estas precisiones de Bejarano en torno a la evolución del movimiento guerrillero son muy importantes, ya que muchos de los análisis se quedan en el momento fundacional de los grupos rebeldes y prescinden de su posterior evolución. Así, señala que los movimientos guerrilleros ya no se concentran exclusivamente en las zonas de colonización más o menos marginal donde se originaron, sino que se han venido expandiendo a áreas más ricas, dedicadas a la agricultura comercial, la ganadería, la explotación petrolera o aurífera, y a zonas fronterizas o costeras, que les permiten acceder a recursos del contrabando. Por lo demás, este cambio de áreas hace que la guerrilla sea menos societaria, menos ligada a las bases sociales y más militarista. Por eso, las guerrillas de las FARC buscan hoy apoyarse en los sectores no asimilados en las economías del oro, petróleo, banano, palma africana, coca y amapola, donde se produce un rápido crecimiento económico, sin renunciar a la presencia en las tradicionales zonas de colonización periférica.


  Pero esta inexistencia de una relación directa entre pobreza y violencia no debe llevar a concluir que ella sea inexistente, sino que obliga más bien a involucrar otras variables explicativas. En este sentido, un estudio del Departamento Nacional de Planeación encuentra una relación positiva entre la violencia, la desigualdad social y la participación electoral. Sobre el primer punto indica que


  “si bien la pobreza aparece inversamente relacionada con el grado de violencia, la desigualdad aparece positivamente asociada con ella. La desigualdad en las condiciones de vida de los hogares, medida por el coeficiente GINI, se relaciona positivamente con la violencia y sus variaciones son las que tienen mayor efecto sobre los aumentos de la violencia. Es decir, los municipios tienden a ser más violentos cuando tienen mayor desigualdad”92.


  En una posición semejante a la de Bejarano, Alfredo Rangel93 señala que en esas regiones de rápida expansión la guerrilla aprovecha las expectativas insatisfechas provocadas por una bonanza en una región empobrecida y suple las deficiencias del Estado, cuya capacidad de control queda rebasada en el caso de las bonanzas ilegales y cuya capacidad de regulación queda superada en las legales. Semejante es el acercamiento de Camilo Echandía94, que muestra, en una visión más histórica y diferenciada de la presencia guerrillera en el territorio, cómo la guerrilla ha venido diversificando su tipo de presencia según las características de cada región: las zonas de colonización periférica donde surgieron las guerrillas, especialmente las FARC, son consideradas “áreas de refugio”, mientras aquellas donde alcanzaron a implantarse antes de 1985 se constituyeron en “zonas para la captación de recursos”. Lo que convierte a los municipios donde ahora buscan expandirse, que no son necesariamente los más pobres sino los que poseen algunos recursos que expropiar, como “áreas de confrontación armada”. Echandía señala acertadamente la diversificación y heterogeneidad de los fenómenos violentos según las regiones y tipologías de estructuras rurales, mostrando una creciente concentración de los homicidios en los municipios donde coexisten guerrillas y producción de coca. Además, critica la tesis que plantea la existencia de muchas violencias simultáneas, sin establecer una jerarquía entre ellas, argumentando que en Colombia se viene produciendo una convergencia hacia una violencia cada vez más profesionalizada, ejercida por los grupos armados.


  En una línea semejante, pero buscando una interpretación más histórica, Darío Fajardo95 ha mostrado la necesidad de insertar la mirada sobre el conflicto armado en un marco de largo plazo, que lo relacione con los movimientos de colonización permanente generados por la estructura agraria dominante en el centro integrado del país y con la manera como las nuevas regiones de colonización se van integrando paulatinamente a la vida social, cultural, económica y política del país. Y que considere también la manera como se van desarrollando en ellas los mecanismos internos de cohesión y regulación social y como se van así construyendo las nuevas regiones y sus actores sociales. Fajardo ha venido entonces señalando, como tendencia dominante en el mundo rural durante las últimas décadas, que los movimientos colonizadores, acompañados por un proceso de concentración de la tierra agrícolamente más apta y de expansión de los potreros para ganadería, producen la rápida expansión de la frontera agrícola hacia el bosque húmedo tropical y las fronteras de alta montaña, tanto en las zonas más integradas a la economía nacional como en las nuevas fronteras. Este doble movimiento produce un deterioro del medio ambiente, una aceleración de la migración rural urbana, un mayor desplazamiento campesino hacia las ciudades o zonas de colonización más periférica, la reducción de las áreas sembradas y de la producción, especialmente de cultivos temporales, tanto empresariales como campesinos, junto con la proliferación de cultivos de uso ilícito en zonas de frontera. Los obvios resultados de estos desarrollos son la necesaria multiplicación de las importaciones de alimentos y materias primas de origen agrícola, que afectan a nuestra seguridad alimentaria y a nuestra balanza de pagos, y la profundización del conflicto armado en esas zonas de colonización y de cultivos de uso ilícito y en las adyacentes.


  En esa mirada histórica, ligada al tema de la colonización campesina marginal y la consiguiente expansión de la frontera agrícola, hay que situar igualmente el tema de las relaciones de la violencia con el narcocultivo. Para ello hay que tener en cuenta el trabajo de Jaime Eduardo Jaramillo, Fernando Cubides y Leonidas Mora96, que muestra las interrelaciones entre colonización campesina, coca y guerrilla, y los trabajos del Cinep, realizados por Ricardo Vargas y Jackeline Barragán97. Es interesante señalar la manera como Francisco Thoumi98 relaciona los problemas de la violencia y el narcotráfico con el estilo de desarrollo del Estado colombiano y su crisis de legitimidad. Sobre las relaciones entre problema agrario y violencia, sea proveniente o no del narcotráfico, se pueden consultar también los análisis de Alejandro Reyes Posada y los trabajos de José Jairo González sobre la Amazonia99.


  Sin embargo, Albert Berry100, uno de los investigadores extranjeros que mejor conoce el tema agrario colombiano, opina que es muy difícil evaluar cuantitativamente la hipótesis de que el fracaso de una política agraria dirigida a eliminar el malestar rural en Colombia hubiera sentado las bases para el fortalecimiento de los grupos guerrilleros como opina Fajardo, o abonado el terreno para la industria de drogas ilícitas o el surgimiento de los grupos paramilitares como sostiene Jackeline Barragán. Esto habría convertido al problema rural no resuelto en “el único factor explicativo importante de la actual crisis social, política y económica colombiana”. Pero sí está de acuerdo con la idea de que el problema tiene que ver con un manejo de la frontera agraria de tal forma que se atenúen las presiones y se cree una estructura agraria satisfactoria. En ausencia de una verdadera redistribución de la tierra, que nunca ocurrió en Colombia, la mejor alternativa hubiera consistido, según él, en “un desarrollo equitativo de la frontera” cuando ella se estaba desarrollando, lo que hubiera constituido una medida preventiva y no curativa. Esto habría resultado más fácil que la redistribución de tierras ya controladas por grandes propietarios, pues estos no constituían todavía un grupo de presión consolidado en las regiones de frontera. Pero tal acción habría requerido cierto grado de previsión y un considerable apoyo de los gobiernos, dada la escasa calidad de la tierra y las deficiencias estructurales existentes, que aprendiera de las causas de los fracasos de la colonización dirigida y del mayor éxito de la colonización espontánea en otros países de América Latina. Y la condición más importante: el “suficiente poder político y capacidad administrativa (...) para impedir las incursiones predecibles de los aspirantes a grandes propietarios en la frontera”.


  Obviamente, estas condiciones políticas nunca existieron en el caso colombiano, lo que muestra la necesidad de considerar más allá de las relaciones entre pobreza, desigualdad, inserción precaria, economía de frontera, narcotráfico y violencia, los aspectos más vinculados con el estilo de relación de estas áreas con el Estado, tanto en el nivel nacional como en el regional. En ese sentido, una mirada más histórica del surgimiento y evolución territorial de la guerrilla, lo mismo que del proceso gradual de la relación de los aparatos del Estado con las poblaciones de las diversas regiones, permitiría obviar algunos de los malentendidos antes señalados.


  Pero la confrontación de los resultados de estas diversas investigaciones mostraría la necesidad de combinar la mirada sobre las llamadas “causas objetivas” con un enfoque que tenga en cuenta también las “dimensiones subjetivas”: habría que interrelacionar el énfasis en las acciones planificadas y voluntarias de los actores que optan por la violencia con análisis diferenciados de la situación campesina y de la evolución de la economía agraria en las regiones conflictivas, que expresarían las condiciones sociales y económicas que hacen posible la inserción inicial y la posterior consolidación de la presencia de los actores armados en ellas. Así, habría que tener en cuenta aspectos subjetivos, como la percepción relativa de los jóvenes rurales con respecto a su entorno y de las expectativas frustradas que surgen en regiones con una rápido pero desigual crecimiento de la riqueza, en un entorno social donde la presencia de las instituciones estatales queda sobrepasada por las tensiones sociales originadas por ese tipo de crecimiento, con condiciones objetivas como la debilidad estructural de la economía campesina, la decadencia de las regiones caficultoras por los precios internacionales del grano, y la representatividad de los partidos tradicionales. Por ello, se puede concluir que, como bien lo indicaran Bejarano, Cubides, Olaya y Ortiz, son aquellas zonas de gran dinamismo social, asociadas a enclaves o bonanzas económicas, legales e ilegales, las áreas donde los fenómenos de la insurgencia y la contrainsurgencia se combinan con la precariedad de las instituciones estatales, que se ven superadas por las tensiones sociales que allí se generan101.


  El esfuerzo investigativo debe centrarse también en la capacidad que han desarrollado los actores armados para moverse en las esferas de la decisión individual y la acción colectiva. Como bien lo indicara Fernando Cubides, lo que ha pasado en los últimos tiempos es que, sin menoscabo de sus mitos fundadores y sin la renuncia básica a sus identidades doctrinarias e ideológicas, las guerrillas se han ido ampliando y expandiendo en una fórmula más pragmática que teórica102. Si se interrelacionan las llamadas “causas objetivas” de la violencia con factores subjetivos, como la historia personal y las decisiones racionales de los actores sociales y políticos en un contexto histórico determinado, se podría concluir que la expansión de la guerrilla, que pasa de las zonas periféricas donde se inició a zonas de una rápida expansión económica junto con una marcada desigualdad de oportunidades, mostraría la combinación de una acción planificada y racional de grupos armados de carácter jacobino y mesiánico con análisis pragmáticos y diferenciados de la situación campesina de las áreas donde se están expandiendo. Esa situación señalaría las condiciones de posibilidad para la inicial inserción y la posterior consolidación de los grupos insurgentes. Así, se podría afirmar que la expansión de la guerrilla hacia zonas más ricas e integradas a la sociedad sería entonces el producto de una hábil combinación de la acción militar y la estrategia de terror como mecanismo de presión sobre la población civil con la inserción en zonas con profundas desigualdades sociales, donde se desarrolla una rápida expansión económica al lado de zonas de colonización campesina tradicional. O en zonas como la cafetera, que han experimentado un notable deterioro de sus condiciones de vida, antes más favorables, o en poblaciones rurales de minifundio andino cercanas a las ciudades.


  Tales circunstancias mostrarían la necesidad de analizar la relación entre conflicto armado, violencia, pobreza y desigualdad rurales en una mirada de conjunto del mundo rural, en relación con el mundo urbano y el conjunto de la economía nacional, en un contexto mundial más globalizado, lo mismo que el impacto tanto de las políticas públicas relacionadas con el agro como de las propuestas de solución al problema impulsadas desde la sociedad civil o desde las propias comunidades campesinas. Este análisis deberá prestar atención especial al problema de la colonización campesina en su conjunto, para observar tanto las zonas expulsoras como las receptoras de la migración campesina, y las propuestas de desarrollo rural que se encaminen a neutralizar y reencauzar esta dinámica.


  Por otra parte, habría que analizar con mayor profundidad el tema de la dimensión subjetiva de la violencia, lo mismo que el de la composición social de los miembros de los grupos armados, que en general no han sido objeto de la investigación de los científicos sociales Por ello, son pocos los estudios sociológicos y antropológicos existentes acerca de la composición social de la guerrilla. Sin embargo, habría que destacar las aproximaciones al tema de la dimensión subjetiva de la violencia que desarrolla Carlos Mario Perea en su libro Porque la sangre es espíritu, lo mismo que los avances de investigación de Elsa María Blair sobre el mismo problema103. En torno al desarrollo de la guerrilla, hay que destacar los esfuerzos de Eduardo Pizarro en la historia del origen de las FARC104 y sobre su carácter insurgente que no conduce a la revolución105. En ese sentido, el libro ya citado de José Jairo González sobre las repúblicas independientes en el Sumapaz arroja luces acerca del origen de ese grupo. También es interesante el estudio antropológico, que mencionábamos inicialmente, de María Victoria Uribe106 sobre el regreso del EPL a la vida civil, con una marcada insistencia sobre la subcultura guerrillera, la mentalidad y el origen de los combatientes, sus motivaciones para la lucha, sus vivencias de desarraigo y reinserción. En ese sentido son útiles los libros de Darío Villamizar sobre el M-19107 y las narraciones de algunos antiguos militantes sobre sus respectivas organizaciones: por ejemplo, los trabajos de Alvaro Villarraga y Nelson Plazas108 y Fabiola Calvo109 sobre el EPL, lo mismo que los de Arturo Alape sobre Tirofijo110 , los relatos de Alfredo Molano sobre personajes ligados a la violencia111. Sobre la participación femenina en la lucha armada se han producido también algunas obras de carácter testimonial y otras, de carácter más analítico: entre ellas, habría que destacar los libros de María Eugenia Vásquez112 y Vera Grabe113, junto con los testimonios recopilados por Patricia Lara114 Y, sobre la relación entre la dimensión de género con la violencia y el problema agrario, habría que consultar el libro de Donny Meertens115.


  La abundante literatura testimonial sobre las FARC, recogida en la obra de Alape, y los relatos de Alfredo Molano en torno a la relación de las FARC con la colonización del país, permiten reconstruir la existencia de una cultura “fariana”116, la cual está lejos de ser homogénea. En el libro de Molano, Trochas y fusiles, esta cultura se sintetiza en la semblanza de Jacobo Arenas como “una mezcla muy seductora de general conservador de la guerra de los mil días, terrorista ruso anterior a la revolución de 1905, anarquista español, monje benedictino, áulico de María Cano, terrateniente de páramo, filipichín de los años veinte y guerrillero liberal”117.


  Esa caracterización de Arenas mostraría la diversidad de lógicas y tiempos que se escondían bajo la personalidad de este jefe guerrillero e indicaría la necesidad de una mayor complejidad en el análisis sobre la composición social de los grupos armados. Aunque los estudios sobre el tema son escasos, se podría decir que la guerrilla colombiana combina una ideología marxista-leninista, una concepción jacobina de la política (en dos versiones, la versión estalinista y agrarista de las FARC y la guevarista de la pequeña burguesía universitaria del ELN) y una concepción autoritaria de la sociedad y el Estado con las tradiciones clientelistas propias de la cultura campesina y las percepciones subjetivas de exclusión social de jóvenes rurales y campesinos, reforzadas recientemente por su capacidad de inserción en las economías de la coca y la amapola, como sugieren las reflexiones de Marco Palacios118.


  En resumen, este balance contrapuesto de los diversos enfoques y énfasis permite comprender tanto los avances como los vacíos de los estudios sobre violencia: se tiene un panorama complejo sobre la violencia de los años cincuenta y se conoce bastante el momento original de las guerrillas de los setenta, pero hay vacíos notables sobre su desarrollo ulterior en los años ochenta y noventa, aunque ya se han producido algunos avances. Para llenar esas carencias haría falta profundizar en los cambios recientes de los actores armados tanto en su naturaleza como en sus áreas de presencia y en el énfasis que algunos ponen en la opción voluntaria y estratégica que los actores armados hacen por la violencia, lo que no desconoce las condiciones estructurales y coyunturales en las cuales se hace esta opción. Lo mismo que profundizar en temas como la relación diferente de los aparatos del Estado en las distintas regiones y la fragmentación de poder en los niveles local, regional y nacional; las mediaciones políticas, sociales y culturales que tienen que ver con la relación indirecta entre pobreza y violencia, antes señalada, la caracterización del régimen político como cerrado o abierto, la capacidad de la representación política de lo social, la etnografía y cultura de los grupos armados y el papel y sentido de la sociedad civil en estos procesos. Tales procesos deben relacionarse con estudios que analicen cómo van construyéndose las mismas regiones de las zonas de colonización y consolidando las identidades de los actores sociales regionales.


  Si se interrelacionan todos estos aspectos, no se podría concluir entonces que los énfasis analíticos sobre los modelos de la escogencia racional y la decisión individual produzcan necesariamente un desdibujamiento de la consideración de los fines políticos de la guerrilla como actor colectivo influido por un determinado entorno socioeconómico. Pero tampoco se puede negar que las necesidades de financiación de la guerra, la autonomía relativa de muchos de los frentes guerrilleros y las formas de control territorial que ellos ejercen en muchas regiones, han tornado frecuentemente muy difusos los límites entre la acción militar, la acción política y la acción delincuencial, lo que acarrea consecuencias para la legitimidad política de sus fines. Por eso, el esfuerzo investigativo debe combinar el análisis de la capacidad que han desarrollado los actores armados para moverse en las esferas de la decisión individual con el análisis de su acción como miembro de un actor colectivo que se mueve en un entorno estructuralmente concebido.


  La necesidad de combinar los análisis estructurales que aportarían los denominados “factores objetivos” de la violencia con los factores subjetivos de los actores colectivos, conformados por grupos que voluntariamente optan por la violencia, aparece retomada en la tensión que algunos autores señalan entre los análisis estructurales o estudios de “larga duración” y los que parten de la perspectiva de la acción. Dicha tensión es sintetizada por Leopoldo Múnera en su estudio del movimiento popular, donde afirma que


  “las explicaciones estructurales del conflicto social en el país no ofrecían respuestas claras y comprensibles sobre el vaivén de los movimientos populares, y los estudios desde una perspectiva de la acción no lograban captar la evolución general de la sociedad colombiana”119.


  Eduardo Pizarro Leongómez aplica esta tensión al análisis del movimiento guerrillero, al mostrar la relación entre la opción armada de actores voluntarios y las que denomina “condiciones de posibilidad” o “estructura de oportunidades políticas”. Por ello, este autor se decide por una línea intermedia para explicar la emergencia de un movimiento guerrillero, cuando, citando a Felipe Mansilla, indica que “las guerrillas latinoamericanas de los años sesenta emergieron, ante todo, como resultado de una decisión subjetiva en un contexto histórico y cultural apropiado”120. Por tanto, según Múnera, los estudios no solo deben insistir en buscar los nexos entre las estructuras y los actores sociales sino también hacer énfasis en el espacio donde se producen, es decir, en “el sentido societal o mejor el espacio de la producción de sentido”121. Esto mostraría que es equivocado el supuesto antagonismo entre estructura y acción como referencia teórica y analítica para explicar la violencia, pues ambos conceptos serían convergentes, si parten del interrogante acerca de cuáles serían las condiciones subjetivas del conflicto armado y la construcción social de la realidad en un escenario signado por la violencia.


  La violencia leída desde la acción colectiva


  La anterior exploración sobre el estado del arte de la bibliografía de la violencia de los actores armados y el análisis de los ejes de la discusión se han desarrollado aquí en función de la posibilidad de construir un enfoque teórico sistémico e interactivo sobre el fenómeno del conflicto armado en Colombia, donde los aspectos subjetivos de la violencia tengan tanto relieve explicativo como hasta ahora han tenido los aspectos objetivos. Así como también donde los aspectos cualitativos y su dinámica tengan la misma importancia que normalmente se ha asignado a los aspectos cuantitativos del conflicto armado en Colombia. Se trata, pues, de superar las diferentes dicotomías que se desprenden de la tensión básica entre los enfoques estructurales122 y los enfoques de la acción colectiva y la acción individual123, para proponer una aproximación interactiva de los dos modelos: tras más de cuatro décadas de violencia y violencias, de la expansión y proliferación de actores armados, cabe preguntarse no solamente acerca de las relaciones existentes entre estructuras y violencia, sino igualmente sobre el impacto de la violencia, las violencias y los actores armados sobre la formación de las estructuras.


  Para esta superación se toman algunos aportes de la teoría de la estructuración de Anthony Giddens, que trata de superar el dualismo básico del objetivismo y el subjetivismo, para evitar sucumbir tanto frente a la sociología estructural como frente al individualismo metodológico. En ese sentido, este autor asume el concepto de estructura no solo como un condicionante de la acción social sino como un habilitante de esta acción colectiva e individual, que subraya los conceptos de escenarios de interacción y bordes espacio-temporales124. Más aún, para él los conceptos de subjetividad-interacción y estructura permiten “dar carnadura a la estructuración espacio-temporal de los escenarios de interacción”125 y logran cambiar y reconceptualizar el dualismo que enfrenta a individuo y sociedad por el de estructura y obrar126. En síntesis, Giddens afirma que “todas las propiedades estructurales de los sistemas sociales -para repetir un tema rector de la teoría de la estructuración- son el elemento y el resultado de las actividades consumadas de manera contingente por actores situados”127. En este sentido intentamos poner en igualdad de condiciones explicativas los aspectos relacionados con la acción colectiva violenta y los aspectos estructurales de la violencia.


  Al lado del análisis estructural así concebido se intenta así mismo dar cuenta del análisis y la dinamización del conflicto mediante el concepto de la acción colectiva, que se hace evidente en sus diferentes momentos de respuesta, contrarrespuesta, acción y reacción, orden y contraorden, cuando los actores armados entran en un juego mimético que construye sentidos, contrasentidos e identidades a través de interacciones violentas e interacciones entre adversarios, que se pueden caracterizar como acción colectiva128. En este contexto, la acción colectiva es entendida, según Jon Elster, como “la elección por todos o por la mayoría de individuos de la línea de acción, que, cuando es elegida por todos o por la mayoría de los individuos, conduce a un resultado colectivamente mejor”129. Por otra parte, hay que tener en cuenta que estos juegos de interacciones afectan igualmente a los aspectos estructurales, que, a su vez, terminan por reforzar el juego de interacciones en unas lógicas que se sitúan espacial y temporalmente. Es decir que, como lo indica Giddens, toda interacción social se sitúa en el interior de un contexto de copresencia130.


  En ese sentido, este concepto “acción colectiva” ha sido muy trabajado en la explicación de las distintas formas de movilización social en las diferentes sociedades, pero nuestro interés es destacar que la acción colectiva asumida por la población de una determinada sociedad está estrechamente ligada con el tipo de poder imperante en ella, como han mostrado como Charles Tilly y Sidney Tarrow131. Así, por ejemplo, Tilly y Tarrow señalan que la acción colectiva que se suele denominar hoy “movimiento social” se configura de manera paralela al Estado, e incluso llegan a sostener que solo se puede entender el tipo de repertorios, de demandas y de acciones de esos movimientos sociales cuando se analiza el marco político en que ellos tienen lugar. Desde esta perspectiva, Estado y movimientos sociales son fenómenos correlacionados. En términos de Tarrow, la formación del Estado nacional no solo centralizó los objetivos de la acción colectiva, sino que suministró involuntariamente un punto de apoyo para las formas estandarizadas de acción colectiva. La construcción del Estado no solo convertía al gobierno nacional en el blanco de las exigencias de los ciudadanos, sino que dio a sus acciones un marco más amplio Y es precisamente ese marco amplio, el tipo particular de relación con el Estado por vías “estandarizadas” pero no partidistas, lo que estos autores caracterizan como movimiento social132. Por ello, se hace necesario recalcar aquí que el tipo de acción colectiva se define en relación con la forma que asuma el poder político en una sociedad determinada.


  Esta relación entre movilización social y tipo de poder permite responder a las interpretaciones de la mayoría de los autores que recurren al concepto de acción colectiva, que solo destacan los procesos de construcción de identidad y sentido y en cambio excluyen explícitamente cualquier acción que incorpore algún tipo de violencia. En ese sentido, descartan toda posibilidad de hablar de una acción colectiva violenta, pero esta exclusión parece discutible desde los planteamientos de Fernando Reinares, que usa la categoría de “acción colectiva violenta” para denominar a los grupos terroristas de derechas e izquierdas en las sociedades industriales avanzadas133. En una dirección similar se orientan Charles Tilly y Michael Taylor, quienes opinan que los procesos de modernización de las sociedades agrarias se suelen resolver por la vía violenta. Para ellos, la acción colectiva violenta es un componente central del repertorio de acciones con los que cuentan los distintos actores sociales en este tipo de sociedades en transición134.


  Estos señalamientos resultan de gran pertinencia para el caso colombiano pues en la investigación anterior sobre “evolución reciente de los actores de la guerra” se encontró que uno de los elementos que permite que haya conexión entre bases sociales y actores armados es la indefinición del problema agrario135. Indefinición que ha permitido que la acción colectiva violenta sea un elemento fundamental en el repertorio de los diferentes actores. Aún más, ha permitido la configuración y consolidación de agentes especializados en el uso político de violencia. En una dirección similar, se ha utilizado la distinción que hace Reinares entre dos tipos de acción colectiva violenta: una insurgente y otra vigilante. La acción colectiva insurgente es de carácter proactivo, contraestatal, contra el establecimiento e ideológicamente de izquierda radical. De otro lado, la acción colectiva vigilante se refiere a organizaciones armadas de carácter reactivo, paraestatal, proestablecimiento e ideológicamente de derecha136. A partir de esta diferenciación y de sus vínculos con determinadas estructuras agrarias y actores sociales regionales se ha avanzado en la hipótesis según la cual “el conflicto armado colombiano es la expresión de la disputa económica, social y política de dos modelos de desarrollo rural contradictorios y mutuamente excluyentes, resultado de la alianza de los intereses entre actores sociales rurales y actores armados y de la interacción entre causas estructurales de la violencia y acciones colectivas violentas que se refuerzan  mutuamente”137.


  En el desarrollo de nuestra investigación sobre la evolución reciente del conflicto armado, el contraste entre las expansiones territoriales de los movimientos guerrilleros y paramilitares nos han llevado a pensar en una posible relación de esta expansión con la manera como el país ha venido afrontando el problema agrario. Así, opinamos que la no resolución del problema agrario en Colombia, tanto por parte del Estado como de la sociedad, ha posibilitado que haya conexión entre bases sociales campesinas y actores armados. Esta situación ha permitido que la acción colectiva violenta se incorpore en los repertorios de los sectores sociales rurales en pugna. Aún más, ha implicado la configuración y consolidación de agentes especializados en el uso político de la violencia. En esta dirección se utiliza la distinción que hace Reinares entre dos tipos de acción colectiva violenta: una insurgente y otra vigilante. La acción colectiva violenta de carácter insurgente es proactiva, contraestatal, contraria al establecimiento e ideológicamente de izquierda radical. Mientras que la acción colectiva vigilante se refiere a organizaciones armadas de carácter reactivo, paraestatal, partidaria del establecimiento e ideológicamente de derecha.


  En ese sentido, Reinares resalta un tipo particular que se acerca a los grupos paramilitares de Colombia: “las organizaciones antiterroristas de carácter vigilante, pero proactivas al mismo tiempo, son probablemente el subtipo más infrecuente en la actualidad, al menos en el ámbito de la política interna”138. Estos grupos radicales de izquierda y derecha se caracterizan por combinar representaciones compartidas de la realidad con la primacía de la acción139. La socialización en grupos radicales violentos lleva a sus integrantes a considerar que pertenecen a una “comunidad política de lucha armada”, donde son importantes la “retórica” y los rituales de juego que cumplen el papel de sustituir incentivos simbólicos por incentivos materiales. Igualmente, elaboran “macro narrativos históricos, lingüísticos(...) que justifican la violencia y son incluidos en marcos ideológicos”140
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